Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 9 minutos.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado da la 
bienvenida a los representantes de la Asociación Internacional de Radiodifusión-AIR-, que han 
concurrido con el fin de dar a conocer su opinión sobre el proyecto de ley relativo a la prestación de 
servicios de radio, televisión y otros servicios de comunicación audiovisual, a consideración de esta 
Comisión. Como bien saben, dicho proyecto de ley ya fue aprobado en la Cámara de Representantes, 
pero hay intenciones de realizarle algunas modificaciones que ya fueron acordadas, sobre todo en lo 
que hace al organismo al que le va a responder y que tendrá potestad para enviar a la Justicia los 
eventuales diferendos sobre contenidos. 


Con mucho gusto los escuchamos. 


SEÑOR AMENGUAL.- Nos sentimos muy honrados por estar aquí y agradecemos que nos hayan 
concedido la oportunidad de concurrir a este ámbito. 


Soy Director General de la Asociación Internacional de Radiodifusión y mis palabras iniciales 
tienen como objeto presentar ante ustedes al Presidente de nuestra Asociación, el doctor Alexandre 
Jobim. 


Voy a realizar algunos breves comentarios sobre AIR. Nuestra Asociación es la unión mundial 
de radiodifusores privados más antigua y está dedicada a la defensa de la libertad de expresión. Está 
integrada por las asociaciones nacionales de radiodifusores de las tres Américas y también por 
centenares de emisoras de radio y televisión privadas a nivel interamericano. En la actualidad 
representa a más de 17.000 emisoras privadas y tiene rango de organización oficial asociada a la 
Unesco y miembro del sector de la Unión Internacional de Telecomunicaciones. 


El Presidente de la AIR, Alexandre Jobim, nació en Brasil y es abogado especializado en 
Derecho de Telecomunicaciones, de Radiodifusión y de Medios de Comunicación y también en 
legislación sobre libertad de expresión. Es un destacado conferencista internacional, autor de trabajos 
y estudios y profesor a nivel de varias prestigiosas universidades en su país. Durante varios años fue 
Presidente del Comité Jurídico de la AIR y actualmente también es miembro del Consejo de 
Comunicación Social del Congreso Nacional de Brasil, órgano de consulta y asesoramiento para dicho 
organismo y, en especial, para el Senado. Asumió la Presidencia de AIR en el año 2013, oportunidad 
en que fue electo por aclamación por la XLIIl Asamblea General de nuestra Asociación. Dicho esto y 
reiterando nuestra gratitud por habernos recibido, les presento al doctor Alexandre K. Jobim. 


(La siguiente exposición no pudo ser consignada en su totalidad en la versión taquigráfica por 
contener expresiones en idioma portugués y no contarse en la oportunidad con la intervención de un 
intérprete.) 


SEÑOR JOBIM.- Señores Senadores: en primer lugar, agradezco que nos hayan cursado 
esta invitación. Pido disculpas por mi portuñol e intentaré que entiendan la intención de mis palabras. 


Deseo dejar en claro que no hemos venido aquí a plantear ningún tipo de protesta sobre el 
proyecto de ley ni queremos ser descorteses con los señores Senadores ni con el Parlamento. Hemos 
venido a cooperar y a dar una visión -según lo entiendo yo, que integro la Asociación- sobre muchos 
puntos que nos parecen equivocados. El Estado uruguayo tiene la total soberanía para decidir según 
sus principios democráticos y para discutir en el Parlamento. En definitiva, la intención es hacer una 
contribución y aclarar que estamos a disposición para aclararles eventuales dudas. 


En segundo término, quiero hablar sobre la radiodifusión en el mundo. No se puede hablar de 
la radiodifusión en las Américas sin hablar de Uruguay. Este país cuenta con una de las radiodifusiones 


más tradicionales. Tenemos noventa años de radiodifusión en Uruguay y nos hemos desempeñado con 
mucha pluralidad y diversidad. Comparando los números entre varios países, cabe destacar que son 
matemáticamente sencillos de explicar. Uruguay tiene aproximadamente 3:500.000 habitantes y 500 
medios. No hay ningún país en el mundo que tenga esa pluralidad y esa cantidad de medios per cápita. 
Uruguay es un país territorialmente pequeño, pero tiene mucha tradición de democracia; sus habitantes 
eligen a los señores Senadores y a los señores Representantes del país. Tiene confianza en la 
tradición de democracia. No debemos olvidar los tiempos oscuros vividos por muchos países que nos 
rodean, que están muy cerca e, infelizmente, a veces han tenido retrocesos. Por desgracia, así es la 
vida. Dicho esto, señalo que una pregunta que se plantea en relación con el sistema uruguayo es para 
qué se necesita una ley para regular medios. Esa es la pregunta clave que nosotros formulamos. Una 
cosa sería regular puntualmente un tema, una cuestión técnica, de licencias o de eventuales 
restricciones a la publicidad dentro de las leyes especiales del Uruguay y otra distinta es hacer una ley 
para regular los medios. Esto no quiere decir que los medios no deban ser regulados de alguna forma, 
pero en la experiencia internacional no existe un proyecto de ley que tenga esa denominación, con este 
bloque de muchos dispositivos con los que se pretende regular de la A a la Z, sin ningún tipo de 
equívoco o intento del Estado de interferir indirectamente en contra del contenido de los medios. Esta 
es la preocupación de la AIR. 


La radiodifusión tiene una diferencia muy grande con los servicios de telecomunicaciones. La 
radiodifusión es libre, gratuita y está a disposición de todo el que tenga un receiver, sea una radio o 
una televisión, sin importar si es analógica o digital. El modelo de negocio de los medios es justamente 
la publicidad, que representa su único ingreso, el único aporte económico que recibe. No hay forma de 
cambiar ese modelo de negocio, porque para ello habría que involucrarse en otro tipo de negocios, 
como los servicios pagos. Este es un punto importante que queríamos aclarar. Muchas veces se 
confunden los servicios de radiodifusión tradicional -al respecto existe una buena conceptualización en 
el proyecto de ley, separando ese tema- con los servicios que no son tradicionales. Según la visión de 
la AIR, muchas veces son colindantes y se puede caer en la tentación de incluir dichos servicios en la 
misma reglamentación. 


Aquí es necesaria una desmitificación. Por ejemplo, la concesión pública para servicios 
privados es para explotación privada y comercial. Eso no necesariamente significa que el Estado tenga 
el poder de controlar y el derecho -solo por tratarse de una concesión- de imponer determinado 
contenido. En este proyecto de ley no existen puntos de censura previa -es importante destacar esto-, 
pero sí hay intentos que indirectamente terminan disminuyendo o eliminando el negocio, las fuentes de 
financiamiento y el modelo de negocio. 


¿Cuál es la diferencia entre no permitir que se diga algo y obligar a que se diga algo? En 
realidad, considero que es la misma cosa. En ambos casos existe interferencia del Estado en el 
contenido tanto si se dice: “No diga esto” como si se expresa: “Diga aquello”. Se trata de la obligación 
de emitir contenidos nacionales, regionales y locales dentro de una economía y, según nuestra visión, 
es necesario e importante aclararlo. 


En lo que tiene que ver con la publicidad que hace al modelo de negocio, hay una diferencia 
muy grande entre restringir y prohibir, y esa es la preocupación que la AIR tiene. Si el Estado tiene una 
preocupación legítima -eso es parte de la democracia- por la protección de los niños y de los 
consumidores en general, puede poner restricciones, límites y lineamientos para hacer la publicidad de 
medicamentos, bebidas alcohólicas, tabaco y algunos productos nocivos, pero prohibir la publicidad es 
algo completamente diferente. Existe una diferencia muy tenue -no sé si esta es la palabra indicada- 
entre restringir y prohibir; por eso creo que es importante reflexionar sobre esto. Me gustaría poner un 
ejemplo en base a una experiencia que nos dimos en Brasil y también en otros países, relativa a la 
publicidad electoral. Tenemos muchos modelos para el financiamiento de las campañas electorales y 
para la compra de los espacios, como así también otros que no permiten la compra de espacios en los 
medios a fin de evitar el abuso económico. De acuerdo con la información que tenemos acerca de 
Uruguay, el voluntariado, los acuerdos que siempre fueron cumplidos, las donaciones y la cesión de 
espacios voluntarios por parte de los medios, ha funcionado muy bien para el acceso a la información 
por parte de los ciudadanos uruguayos, de modo que conozcan bien a los candidatos, sus ideologías, 
etcétera. 


Según nuestra visión, hay un modelo muy equivocado; nos referimos -dicho entre 
comillas- a la «confiscación» de espacios para imponer la propaganda electoral. ¿Quién paga la 
cuenta? Ese es el problema. Supongamos que el Estado dice: «Usted está obligado a ofrecer un 
espacio durante el período electoral para que los candidatos a Diputados, Senadores y Presidente de 
la República expongan sus ideas». Esto no sería un abuso siempre que haya una contrapartida. En los 
años noventa Brasil cambió su legislación -en el mismo sentido que lo está haciendo ahora México- 
estableciendo la obligatoriedad de la publicidad electoral gratuita. ¿Gratuita para quién? Solo para los 
partidos. Los partidos no pagan un centavo, pero las empresas, por ese espacio que ceden 
compulsivamente, reciben una indemnización. Por ejemplo, en Brasil, desde hace poco más de treinta 
años, se concibió un modelo de resarcimiento fiscal que no necesariamente debe llegar al 100%. 
Frente a determinado porcentaje del espacio que se pierde y por el que se deja de obtener ingresos 
por la publicidad de los comerciales, se recibe una contraparte del Estado a través de una reducción de 
los impuestos de ganancia. Se trata de una ecuación que define cada Estado. 


Este es un tema que nos preocupa mucho dado que en ocasiones se genera confusión. 
Reitero, el concepto de concesión para explotación privada no puede permitir que se confisque, que se 
use el modelo de negocio en ese espacio. Tengo conciencia de que el proyecto tiene disposiciones que 
refieren a la equidad para con los partidos y eso es muy bueno; puede ser demasiado aquí o muy 
ajustada allá, pero lo que preocupa en publicidad es el tema de la confiscación sin una contraparte. 


Disculpen que vaya avanzando en el asunto, pero no me atrevería a ingresar a la discusión 
de cada uno de los artículos. En realidad, estoy haciendo referencias generales de tipo conceptual. 
También pido perdón si en alguna ocasión cometo algún error con mi español o utilizo una palabra 
equivocada. 


En cuanto al control de contenido debo decir algo que me parece muy importante. 
Reconozco que estoy en el Parlamento de un país con amplia cultura democrática y que tiene una de 
las democracias más tradicionales de América del Sur, donde la libertad de expresión es un derecho 
inviolable. Está muy claro en la Constitución uruguaya y de los demás países, como así también en el 
artículo 13 de la Carta Interamericana de Derechos Humanos, que no puede haber ninguna forma 
directa ni indirecta de algún tipo de control en materia de contenido. Nos preocupan algunos 
dispositivos, como el que dice que la libertad editorial está garantizada según esta ley. Esto significa 
que se quiere poner un poco más de restricciones. Estas son preocupaciones que cuando miramos 
más adelante vemos, por ejemplo, en lo que respecta al contenido, un tema sobre el cual tuvimos una 
experiencia muy interesante en enero de este año -probablemente, sea de conocimiento de los 
señores Senadores-, que es el royal charter. ¿Qué pasó en Inglaterra? Había un sistema -respecto a 
la autorreglamentación- mediante el cual los ciudadanos podían reclamar en un determinado instituto 
los abusos de la prensa, ya sea radio, televisión o prensa escrita. Verificando la cuestión de los 
eventuales abusos de los tabloides, el Reino Unido empezó su Leveson Inquiry, considerando «The 
Guardian», ......... y tantas otras informaciones de problemas, y ese relevamiento llegó a hacer la 
recomendación de que el sistema británico no funcionaba y que era necesario una 
autorreglamentación, pero impuesta. No estamos hablando de una self regulation, sino de una 
mandatory regulation. Los Parlamentos que están en esta dirección no quisieron firmar esto como una 
ley y envió a la monarquía, que aplicó un royal charter, una carta de principios cuyo capítulo de la 
monarquía es generalmente utilizado para crear universidades, bancos reales y demás, y royal 
(1-11. A están obligadas las empresas a autorreglamentar sobre determinados 
principios y los miembros tienen que ver esas características de ser reconocidos por los Parlamentos. 
¿Cuál es la gran discusión ............ de la libertad? ¿Está imponiendo una autorreglamentación? ¿Qué 
es esa autorreglamentación impuesta? Ahí viene la preocupación QUB....o............ a ser una 
preocupación que hay en el proyecto, que es la imposición de códigos de conducta. La ley dice que 
tiene que haber códigos de conducta pública, y después hay toda una serie de consecuencias para 
ellos. Entonces -dicho esto con todo respeto-, no es correcto porque va contra el principio de la 
autorreglamentación. Ese es un punto en el que me gustaría enfatizar porque es nuestra gran 
preocupación. 


No voy a entrar en detalles sobre cada uno de los planteos de los señores, pero tenemos, por 
ejemplo, una limitación de trasmisión del contenido de los medios que alcanza el 70 %. Sabemos cuál 
es la intención; es completamente legítima, pues se aspira a tener algo de contenido local en un 
pequeño pueblo. Ahora bien, tanto con este dispositivo arreglado como con el dispositivo que obliga a 


tener contenido local, contenido con producción independiente, se plantea la pregunta de si la 
economía uruguaya sustenta ese nivel. Los pequeños pueblos, con quinientos medios que tenemos 
con gran popularidad, con gran diversidad, las primeras preguntas que surgen son: ¿es necesario?, 
¿tenemos en Uruguay una brecha de comunicación? Estamos muy lejos de estar como algunos países 
arreglados de Asia y de África, donde sí hay una brecha, una lack of communication. En Uruguay no la 
hay; Latinoamérica es muy diferente. 


Por último, tenemos una gran preocupación, legítima, de naturaleza legal, contractual, 
constitucional, que es la seguridad jurídica. Dentro del proyecto, varios de los ejemplos por el sistema 
de radiodifusión tradicional afectan directamente el funcionamiento y el pacto que tienen esas emisoras 
con el Estado, los contratos y las licencias vigentes e incluso con disposiciones transitorias sobre 
límites de propiedad y control de contenido que se dice que se tiene que aplicar inmediatamente. Esta 
cuestión específica se cambia en medio de contratos vigentes. Voy a citar el ejemplo -quizás no sea el 
que me gustaría dar- de la señora Presidenta Cristina Fernández de Kirchner y del ex Presidente Hugo 
Chávez -por favor que no se entienda que estoy comparándolo con Uruguay- solo para comparar cómo 
fue el modelo de licencia porque hubo cambios en el sistema constitucional: uno decidió que su 
aplicación debía ser inmediata y el otro esperó el término de la concesión para regirse por nuevas 
reglas. Entonces existen dos modelos: en un caso acepto y respeto la seguridad jurídica y en otro no la 
respeto, independientemente de si es más dura o menos dura......... 


Estos son los puntos más sensibles, de naturaleza general, que en nombre de la Asociación 
Internacional de Radiodifusión me gustaría plantear y que nos preocupa. Me pongo a disposición de los 
señores Senadores para referirnos a otros temas, o de lo contrario no quiero tomarles más tiempo y 
agradecerles intensamente la oportunidad de ser recibidos por esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agradecerles a los integrantes de la delegación sus comentarios y 
recomendaciones. 


SEÑOR ABREU.- En primer lugar dar la bienvenida a la delegación, sobre todo al doctor Alexandre 
Jobim, quien tiene una extensa y profunda experiencia en este tema. Como estamos en el ámbito 
regional y hay determinadas discusiones, no solo sobre el alcance de las leyes de medios, sino 
también sobre lo que algunos consideran la ley de comunicación audiovisual -que le dan otro nombre-, 
me gustaría conocer cuáles son los antecedentes o el Derecho Comparado, sobre todo desde el punto 
de vista de Brasil y de lo que maneja él en su condición de Presidente de una organización 
internacional. Me refiero a cuáles serían los elementos distintivos más ríspidos o difíciles que puede 
haber en este proyecto de ley, en relación al respeto de la libertad de expresión o todos aquellos 
derechos que están consagrados en la Constitución de la República, y que hayan merecido algún tipo 
de observación por parte de los catedráticos que han comparecido en este ámbito. Formulo esta 
pregunta porque como también estamos en el ámbito del Mercosur -o lo que queda- quisiéramos tener 
una visión armónica sobre cuáles son las legislaciones que rigen nada menos que en materia de 
comunicación, de medios de comunicación y de derechos humanos básicos como la libertad de 
expresión, relacionadas con el proyecto de ley que está a consideración del Senado. 


SEÑOR JOBIM.- En verdad hay muchos puntos para considerar. Voy a dar un ejemplo importante. 
Creo que el trato del contenido audiovisual no se mezcla necesariamente con la regulación de medios. 
Imagino que para ustedes los Legisladores, no es fácil tratar todos estos aspectos en un gran paquete. 
Por ejemplo, en Brasil tenemos una ley llamada «de servicio especial de acceso condicionado» que, 
en realidad, fue producto de un trato respecto a una regulación diferente para los servicios pagos -o 
sea, para televisión cerrada- como por ejemplo, cable, MMDS, DPH e Internet. No hay cómo hacer un 
aislamiento para los medios tradicionales sin restringir absolutamente nada a Internet. Se dice que 
Internet debe tener libertad; la pregunta que surge es: ¿y los medios no? ¿Cuál es la diferencia en 
términos de contenidos? Es el pueblo el que debe elegir. 


Entonces, el primer principio es que haya una regulación simétrica. En Brasil tenemos un 
control y un límite de propiedad extranjera, un límite de capital, tanto para la televisión tradicional -el 
70% de la cual debe ser nacional-, como para otros servicios, pero la pregunta es si Internet tiene -o 
no- que ser así. ¿Por Internet pueden venir empresas extranjeras y hacer, por ejemplo, periodismo en 
Brasil? Esa es la discusión que estamos teniendo. Además, estamos viendo cómo regular Internet. 


Alguien podría decir: «No. Yo voy a colocar mi empresa en Belice». Entonces, estamos hablando de un 
tema muy importante; no podemos dar un trato diferenciado a las empresas que, independientemente 
de la tecnología, ofrecen el mismo tipo de servicio. ¿Cuál es la diferencia que tiene la radiodifusión? 
Que es gratuita, libre y del pueblo. Este es el primer punto que importa resaltar. 


En cuanto a la pregunta sobre cuestiones de Derecho Comparado y de análisis, debemos 
decir que no hay legislaciones con obligaciones de contenido nacional, regional o local. La Constitución 
brasileña, entre otras, señala la necesidad de reconocer la importancia de ese tipo de contenidos y de 
su fomento, para atender el ámbito local, el regional y el nacional, como si fuera una teoría de 
conjuntos, matemáticamente hablando. Imponer es diferente de fomentar, de incentivar y de reconocer 
la importancia. 


Y lo mismo podemos decir con respecto a las cuestiones de publicidad. Antiguamente, en los 
años treinta, las Constituciones modernas -para aquella época- empezaron a entrar, lógicamente, 
re ¿Qué hacer entonces para la libertad de prensa? Colocar inmunidades tributarias para las 
empresas que tengan que ver con la libertad de expresión, o sea, no cobrar impuestos ni ningún tipo 
de tributo agregado, tanto por el papel como para el conjunto de obligaciones tributarias, justamente 
para no permitir que el Estado cree condiciones para sacar de la vida económica a las empresas, 
cosas que han acontecido, exactamente, en algunos países vecinos nuestros. 


¿Qué es lo que se hace ahora, en la modernidad? Actualmente hay maneras mucho más 
sofisticadas: se restringe y se obliga aquí y allá. Este conjunto es fatal para los medios. Cada uno de 
ellos tiene su inicio, su cualidad. Cada radio tiene sus características: hay radios que tocan música 
uruguaya, otras pasan música extranjera, otras emiten noticias y otras sólo se dedican a los deportes; 
a su vez, las hay cuyo horario noble es la medianoche, mientras que para otras es las siete, etcétera. 


Otro punto -que, según creo, viene siendo de los más discutidos- es el relacionado con la 
radiodifusión pública, estatal y educativa. Brasil y muchos otros países tienen un gran número de 
emisoras generadoras y retransmisoras para, justamente, cumplir con lo que es uno de los objetivos 
del Estado. El objetivo del Estado no es ganar plata con la comunicación, sino complementar al 
privado. El sistema debe ser complementario: público-privado-estatal; es decir, público, en general; 
estatal, o sea del Gobierno, ese sí, del Estado; y privado, libre para buscar su audiencia de la forma 
que le convenga, respetando determinados principios y con responsabilidad. La libertad de expresión 
no significa irresponsabilidad. Si hay abuso y daño a otras personas, en todas las Constituciones de 
Sudamérica, así como en todas las leyes de responsabilidad civil y procesal hay maneras de buscar la 
responsabilidad ulterior o posterior, pero no previa. 


En suma, creo que el problema audiovisual, las restricciones de publicidad y la cuestión de los 
medios públicos serían hoy los temas más preocupantes, regionalmente hablando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos muy agradecidos por los comentarios que han realizado, los cuales 
serán tomados en cuenta con mucha atención, dada vuestra experiencia representativa. 


SEÑOR JOBIM.- Quisiéramos hacer solo un comentario más o, mejor dicho, un pedido: que esta 
Comisión considere efectivamente la situación y la responsabilidad que tiene con el futuro de los 
medios en Uruguay. Las decisiones que se toman acá son muy importantes, incluso para el destino 
económico de las empresas, al tiempo que representan una señal para la población sobre el tipo de 
medios que se quiere o si se los quiere controlar por órganos de control de contenido. Este es el 
mensaje final que les queríamos dejar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos las gracias a nuestros visitantes por la información brindada que, 
como dije, será tenida en cuenta. 


(Se retiran de Sala los representantes de AIR, Asociación Internacional de Radiodifusión.) 


(Ingresa a Sala el doctor Martín Risso Ferrand.) 


-En nombre de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado, 
damos la bienvenida al doctor Martín Risso Ferrand. 


Suponemos que todos hemos leído los antecedentes de las presentaciones que se realizaron 
en la Cámara de Representantes. A su vez, por más que nuestro invitado quiera y pueda, con todo 
derecho, comentar sobre algún punto como, por ejemplo, qué organismo será el que genere los 
controles -si hay una voluntad expresa y acuerdo en volver al sistema y que sea un organismo 
independiente y elegido por mayorías parlamentarias-, obviamente, lo que está escrito, escrito está; 
queríamos decir esto porque se trata de un punto más o menos acordado. 


Damos la palabra al doctor Risso. 


SEÑOR RISSO.- Ante todo, agradezco la invitación que me han hecho. Siempre es un gusto y un 
honor ser convocado para dar una opinión en este ámbito. 


Por mi parte, voy a hacer una remisión general, puesto que tengo un informe escrito y en dos 
ocasiones concurrí a la Cámara de Representantes para hablar sobre dos proyectos distintos que, a su 
vez, también son diferentes al que se encuentra a consideración del Senado. En definitiva, se trata de 
tres iniciativas distintas, si bien es cierto que existen ciertas similitudes en algunos artículos que se 
mantuvieron. 


Comenzaré haciendo una introducción -que considero muy importante, tratándose de este 
asunto- sobre cómo encarar el tema de la libertad de comunicación y de los medios; luego hablaré 
genéricamente sobre tres o cuatro cuestiones que, a mi juicio, son las más trascendentes y, por último, 
estaré a disposición de los señores Senadores para contestar las preguntas que deseen formular. 


Empiezo por señalar algo muy obvio: estamos hablando de un tema de Derechos Humanos 
y, en estos tiempos, tales temas deben partir necesariamente de la Constitución y de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. A su vez, los criterios de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos constituyen una herramienta básica e imprescindible a la hora de analizar estos asuntos. 
Destaco esto por el hecho de que en el proyecto se presenta el problema de que cierto artículo se 
aparta de, o colide con algunos criterios de la citada Corte Interamericana. Necesariamente el análisis 
debe partir de los artículos 29 de la Constitución y 13 de la Convención Americana, a fin de ver si todo 
el proyecto encaja en las previsiones contenidas en esas normas. 


¿Cuáles son las bases para el análisis de este tema? 


En primer lugar, toda comunicación de pensamiento, incluso la publicidad, está comprendida 
y protegida por los artículos 29 de la Constitución y 13 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. El artículo constitucional habla de comunicación en cualquier materia y, el otro, por su parte, 
refiere a comunicación de toda índole. Esto significa que hasta la publicidad está protegida 
constitucional y convencionalmente. 


En segundo término, hay que tener presente que, como toda libertad, la de comunicación de 
pensamiento tiene un ámbito positivo y otro negativo, ya que tanto derecho se tiene a expresar una 
posición o una opinión, como a no expresarla, y, del mismo modo, a oír una opinión, como a no oírla. 
Este es un elemento que a veces se olvida, pero que realmente es muy importante. 


Otro criterio que ha desarrollado la Corte Interamericana es el de que en aquellos casos en 
que técnicamente es imprescindible ingresar en la regulación, como por ejemplo, para la asignación del 
uso de frecuencias, dicha regulación sólo puede aplicarse para superar esos problemas técnicos y no 
puede extenderse a otros aspectos que no tengan relación con el uso de las frecuencias. 


Es conocido que está prohibida la censura previa, pero hay que recordar que la Convención 
Americana prohíbe también la censura indirecta, que es aquella en la cual el propio operador tiende a 
restringirse al emitir determinada información, por temor a alguna situación. 


La Corte Interamericana ha sido muy precisa al analizar cuáles son los casos en los que 
pueden establecerse limitaciones para la libertad de comunicación de pensamiento, y estas causales 
son absolutamente taxativas. Sobre la primera de todas la Corte Interamericana ha dicho que 
únicamente es admisible una limitación a la libertad de comunicación de pensamiento cuando existan 
“IMPERIOSAS” -palabra que aparece escrita con letras mayúsculas- necesidades de una sociedad 
democrática. Aquí se está tomando un concepto del Tribunal Europeo de los Derechos Humanos y lo 
que dice la Corte Interamericana es que esta libertad no puede ser limitada por razones de oportunidad 
o de conveniencia, sino únicamente en casos absolutamente extremos y especialmente justificados. 


Asimismo, la Corte ha aclarado que únicamente son válidas las limitaciones de la 
comunicación de pensamiento si tienen base en la propia Convención y, especialmente, en el artículo 
13. También ha dicho que en los casos en que se puede limitar, dichas limitaciones tienen que 
analizarse de acuerdo con el principio de proporcionalidad, es decir, considerar la idoneidad, la 
necesariedad y la ponderación en sentido estricto. Dentro de este esquema general, ha dicho 
expresamente cuáles son los casos en que puede intervenir el Estado, el Legislador o, eventualmente, 
otro Poder. Los casos son muy claros y también son taxativos. Se habla del respeto de los derechos o 
reputación de los demás, casos de honor, intimidad, privacidad y propia imagen. El artículo 13 de la 
Convención nos habla de cuatro causales que pueden ser un poquito complicadas, entre ellas, las 
razones de seguridad nacional. Por supuesto que esta causal hay que interpretarla en un sentido 
estricto y restrictivo. No podemos hablar de aquella vieja noción de seguridad nacional de los años 
setenta; eso sería inaceptable. Pasa lo mismo con la noción de orden público: puede limitarse la 
comunicación de pensamiento por razones de orden público pero, nuevamente, debe hacerse una 
interpretación estricta y muy limitada. Y después están la salud y la moral; esta última es algo 
especialmente peligroso, pero es lo que dice la Convención. También puede legislarse para la 
protección de los menores y de los adolescentes. Hay prohibiciones expresas en cuanto a la 
propaganda de guerra, apología del odio, discriminación, etcétera. Y aparece una norma importante, 
que ha sido desarrollada, en general, en todo el mundo occidental y a la que se ha referido la Corte 
Interamericana: el combate a los monopolios. 


Los monopolios, por definición, son malos. Ese es el punto de partida desde el punto de vista 
jurídico, aunque quizá desde el punto de vista económico pueda ser distinto. La visión que tiene el 
Derecho de los monopolios es que estos, sean públicos o privados, son malos y, por lo tanto, deben 
evitarse. Lo que dice la Corte Interamericana es que también ocurre esto en este caso: un monopolio 
en materia de comunicación de pensamiento -que haya una sola opinión- sería algo absolutamente 
inaceptable. Pero existen normas internacionales y declaraciones que establecen algunas 
puntualizaciones importantes. Por ejemplo: no puede haber normas antimonopólicas exclusivas para 
los medios de comunicación, sino que estos deben tener la misma regulación que las demás 
actividades. Esto es bastante claro y la Corte lo ha dicho expresamente; se trata de evitar que por la 
vía O la excusa de combatir monopolios se terminen estableciendo normas más gravosas en materia 
de comunicación. 


En cuanto a las razones técnicas impostergables, el ejemplo típico es el uso de frecuencias. 
Ahí necesariamente el Estado tiene que legislar, asignar y controlar. 


Con referencia a las autoridades, ya tres veces me pronuncié por escrito sobre este tema, y 
he leído en la prensa que se van a introducir cambios. Simplemente en tres palabras voy a dar mi 
opinión, que es la misma que di en la Cámara de Representantes. Hay unanimidad en cuanto a que el 
contralor tiene que ser independiente del poder político. Esa independencia no es formal, sino que 
tiene que ser verdaderamente real. Realmente, la autoridad de contralor no puede estar sometida a 
ningún tipo de presión por parte del Poder Ejecutivo. Tal como está redactado, este proyecto es 
claramente contrario a las normas internacionales. Se refiere a las competencias del Poder Ejecutivo, 
de la Ursec, del Ministerio de Industria, Energía y Minería, de la Dirección Nacional de 
Telecomunicaciones, de Chasca, etcétera. He escuchado que eso se va a alterar. Entonces, como es 
claro que el Poder Ejecutivo no puede ser, me pregunto cuáles son las alternativas jurídicas lógicas 
que habría para una autoridad de contralor. La primera es que sea un órgano desconcentrado del 
Poder Ejecutivo. Creo que esto no cambia en lo más mínimo la situación, pues sigue siendo un órgano 
sometido a jerarquía del Poder Ejecutivo y, en consecuencia, va a estar comprendido dentro de las 
prohibiciones de la Corte Interamericana. Pensemos, por ejemplo, en el caso de la DGI, que es un 
sistema orgánico desconcentrado del Poder Ejecutivo, pero todos sabemos -además, es lógico que 


sea así- que no existe verdadera independencia del Director General de Rentas respecto al Presidente 
de la República o al Ministro. O sea que la vía de la desconcentración, que implicaría mantenerse 
dentro del sistema orgánico del Poder Ejecutivo, es contraria a las normas internacionales. 


Una segunda alternativa, que en la Cámara de Representantes fue planteada por el doctor 
Cajarville, sería cortar el vínculo jerárquico y pasar a la figura de un servicio descentralizado. Ahí ya no 
habría más jerarquía, sino una relación de tutela entre el Poder Ejecutivo y el servicio descentralizado. 
No los quiero aburrir -los señores Senadores lo deben conocer-, pero si uno lee las potestades que 
tiene el Poder Ejecutivo sobre los servicios descentralizados en los artículos 197 y 198 de la 
Constitución de la República -que refieren a modificar resoluciones y dar instrucciones que son 
vinculantes-, a mi juicio -y acá me permito discrepar con el profesor Cajarville- se advierte que la figura 
del servicio descentralizado tampoco es viable ni cumple con los estándares internacionales. Pasaría lo 
mismo -aunque sería un poquito mejor- con un ente autónomo. 


¿Cuál es la forma, en el Derecho uruguayo y de acuerdo a las tradiciones uruguayas, de crear 
una agencia que sea verdaderamente independiente? La única que se me ocurre es la entidad 
paraestatal, obviamente creada por una ley que le asegure de alguna forma -no sé cuál será- el 
presupuesto mínimo, poniéndola a salvo de que el Poder Ejecutivo eventualmente pueda asfixiarla 
presupuestalmente. Entonces, una entidad paraestatal, con un cuidado sistema de designación de sus 
miembros, puede cumplir con las pautas de imparcialidad que se exigen. 


SEÑOR ABREU.- Ya que estamos en el ámbito de la naturaleza jurídica que podría tener el órgano de 
control, me pregunto lo siguiente. Si la unidad reguladora -que antes tenía autonomía técnica- volviera 
a ser como antes, es decir, absolutamente independiente técnica y funcionalmente, ¿podría ser la 
figura adecuada, o tampoco sería ajustada a lo que podría ser el control? 


SEÑOR RISSO.- Dentro del sistema orgánico del Poder Ejecutivo me parece que no cumple con las 
pautas internacionales en ningún caso. 


Antes que nada, hay que tener presente que, de acuerdo con el artículo 317 de la 
Constitución -y, obviamente, eso no puede modificarse por ley-, los recursos administrativos contra los 
actos de ese eventual órgano los resuelve el Poder Ejecutivo. O sea que, a la larga, siempre 
terminamos en la decisión del Poder Ejecutivo. Aparte, no es un problema jurídico formal, sino un tema 
de efectividad. Todos nosotros sabemos cómo funcionan estas cosas. Sabemos que dentro del aparato 
Poder Ejecutivo -es lógico y está bien que sea así- no existe independencia. Hemos visto -y está fuera 
del sistema- que el Presidente de la República da una orden que es cumplida por el directorio de un 
Ente Autónomo. Esa es la realidad y eso es lo que la Corte Interamericana dice que hay que evitar. La 
independencia tiene que ser efectiva. Y, a mi juicio, la única posibilidad de independencia efectiva es al 
margen del Estado, es decir, la figura de una entidad paraestatal. Sinceramente, no veo otra solución. 
Es lo que ocurre normalmente en el extranjero, donde se habla de agencias independientes. Por tanto, 
sería una agencia independiente bajo la forma de paraestatal, que es la única que puede realmente ser 
independiente. 


También en materia de contralor hay algunos otros problemas. En este sentido, el artículo 149 
establece 17 infracciones muy graves; el artículo 150, 15 infracciones graves, y el artículo 151 -y esto 
sí es claramente inconstitucional- es una norma en blanco puesto que establece que van a ser 
infracciones leves todas aquellas otras violaciones de la norma. Y, además, dice que por la reiteración, 
esas infracciones leves se van a transformar en graves o muy graves. 


Este entramado de sanciones colide con los criterios internacionales; son demasiadas las 
infracciones que se prevén y esto puede conducir a lo que ha señalado la Corte Interamericana, es 
decir, a fenómenos de censura indirecta. No digo que vaya a ocurrir, pero el problema es que existe el 
riesgo, y el riesgo ya es suficiente para que haya que tener cuidado. 


Algunas de las infracciones refieren a contenidos de la información, lo cual es contrario a la 
Convención Americana; está fuera del artículo 13. Algunos sí pueden establecerse, pero lo que quiero 
decir es que este entramado de sanciones tan altas, tan complejas y tan vagas es contrario a los 


criterios internacionales. Y la norma residual del artículo 151 es claramente inconstitucional porque 
viola el principio de legalidad. La infracción tiene que estar establecida en la ley. 


En cuanto a las sanciones, pasa algo medianamente parecido. Hay dos que son 
verdaderamente complicadas. Una de ellas es la sanción de decomiso que, de acuerdo con la 
Constitución, es una sanción penal. Esto significa que tiene que ser dispuesta por un Juez. Podría, sí, 
el Poder Legislativo establecer un delito; el órgano de contralor hará la denuncia y el decomiso será 
dispuesto por un Juez. 


El otro problema que se plantea, y que no es un tema menor, es el que refiere a las multas. No 
volví a hacer los cálculos -los hice el año pasado antes de concurrir a la Comisión de la Cámara de 
Representantes-, pero las multas pueden llegar a superar el millón de dólares. En ese caso no estamos 
ante una sanción administrativa sino ante lo que la doctrina ha señalado desde hace décadas: 
sanciones penales disfrazadas de administrativas. La entidad de la sanción hace que se requiera de la 
garantía del debido proceso y de la participación de un Juez. 


Esto es lo que quería señalar en cuanto al sistema de contralor. La primera parte la van a 
modificar, pero no sé en qué sentido. En cuanto a esta segunda parte, me parece que hay algunos 
problemas que deben ser analizados con cuidado. 


Hay, sí, un tema -también es un criterio de la Corte Interamericana- que refiere al 
establecimiento, en materia de contralor, de recursos sencillos, rápidos y efectivos para los operadores 
en la materia. Eso no está en el proyecto de ley. Entonces, esto llevaría a que el único medio efectivo 
que podría tener un operador privado sancionado -reitero, el único- sería una acción de amparo. Pero 
estas acciones de amparo funcionan solamente en los casos de ilegitimidad manifiesta, o sea, es un 
porcentaje muy pequeño. Fuera de eso, les quedarían vías que no funcionan, como la del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo. 


Me parece que habría que prever algún tipo de recurso de estas resoluciones. Si fuera una 
entidad paraestatal, el que tienen las paraestatales, es decir, un recurso ante los Tribunales de 
Apelaciones en lo Civil, que es la tradición que hay en nuestro país. Considero que ese es un aspecto 
importante y que falta. 


En materia de monopolios, como ya dije, con el combate a monopolios no hay problema, no 
hay ninguna duda. Nadie ha sostenido que eso no puede hacerse; lo que sí se ha señalado es que 
tiene que ser una reglamentación general para todas las actividades y no que sea exclusiva para los 
medios de comunicación o para algunos de ellos. 


En Uruguay tenemos una regulación general -que no se llama antimonopólica, pero que va en 
esa línea-, que es la Ley N* 18.159 y que rige a todas las actividades, incluyendo los servicios de 
comunicación audiovisual. La ley se puede modificar, se la puede hacer más gravosa; quizás sea 
bueno hacerlo, dándole más potestades a la Administración. Pero claro, eso tendría que ser para todos 
y no solo para los medios de difusión. 


El proyecto tiene algunos problemas. El primero de ellos es que el artículo 43 es meramente 
declarativo y le falta lo más importante: no define monopolio ni oligopolio. 


Los conceptos de monopolio y oligopolio desde el punto de vista jurídico no son sencillos; hay 
centenares de ellos y, justamente, está faltando la definición. ¿Qué es lo que no se puede hacer? ¿Qué 
es lo que hay que combatir? Eso no figura en el proyecto, aunque debería estar. 


En este proyecto de ley también falta que se diga qué es lo que se puede hacer para combatir 
los monopolios y los oligopolios, es decir, cuáles son las medidas que puede adoptar el Estado. Eso 
también requiere de una ley; no se puede hacer una remisión en blanco para que sea el Poder 
Ejecutivo el que diga lo que va a hacer. 


Por otra parte, con todo respeto creo que hay una cierta confusión en este capítulo entre lo 
que es monopolio y tamaño de la empresa privada. Hay como una tendencia a que las empresas sean 
chicas, que puedan tener pocas licencias, que los operadores de televisión por cable no puedan tener 
muchos suscriptores. Es decir, siempre se está limitando el crecimiento, lo que también es contrario a 
los criterios de la Corte Interamericana. Ahora bien: considero que ahí hay un problema porque eso no 
es monopolio. En la Cámara de Representantes puse el ejemplo de dos empresas privadas que operan 
en el Uruguay: Citibank y Banco de Santander. Posiblemente no hay en el país una empresa uruguaya 
con el potencial de estos bancos. ¿Y eso genera algún problema? Ninguno. Ellos no actúan en 
régimen de monopolio, sino de libre competencia y su existencia termina siendo una garantía para 
todas las sociedades. Son los bancos más fuertes del mundo y los que, en general, no quiebran; los 
que en general quiebran son los nacionales. Y acá pasa un poco lo mismo. 


Además, hay que tener cuidado porque el hecho de tener medios poderosos es 
verdaderamente importante en una sociedad democrática. Recordemos el caso de Watergate; hay 
películas y libros sobre la labor de aquellos dos periodistas, pero como se dice ahora, la espalda ancha 
que sostuvo esa investigación fue el New York Times. Hace dos o tres años, ante el mayor poder de 
George W. Bush, la CNN se le paró enfrente y se negó a una directiva que habían recibido de la Casa 
Blanca de no pasar por televisión los ataúdes de los Marines que llegaban de Irak y Afganistán. Esta 
empresa dijo que no y la Casa Blanca terminó pidiendo disculpas. Es decir, es muy importante tener 
medios poderosos, medios realmente fuertes, por supuesto, jamás en régimen de monopolio. 


El tercer tema a analizar refiere a los eventos de interés general. Ya he hablado sobre este 
asunto y me parece que aquí tenemos problemas de inconstitucionalidad. El fin es muy bueno, es 
decir, que todos podamos ver los partidos de las selecciones uruguayas de fútbol y de básquetbol, pero 
se están metiendo en la economía de una empresa privada, lo que bien puede ser inconstitucional por 
desnaturalizar el derecho, por modificar y afectar negativamente el derecho más importante que tiene 
la Asociación Uruguaya de Fútbol. Y si no es inconstitucional, habrá responsabilidad del Estado. O sea, 
lo que la Asociación Uruguaya de Fútbol deje de ganar se lo va a poder reclamar al Estado por 
responsabilidad por acto legislativo. 


No sé si debería mencionar lo siguiente, porque no sé exactamente cómo funciona. Desde la 
presentación original de este proyecto el año pasado en la Cámara de Representantes hay un hecho 
superviniente: se ha asignado un canal de televisión abierta a la empresa Tenfield. Entonces, ese canal 
más esta legislación pueden terminar provocando una incidencia muy importante a favor de esa 
empresa. Señalo este aspecto porque es algo que hay que analizar con cuidado, aunque reconozco 
que no sé cómo funciona; simplemente menciono el riesgo. 


El cuarto tema a analizar tiene que ver con la libertad de comunicación del proyecto. Este es 
un problema discutible y difícil de analizar. Hay una cantidad de artículos en el proyecto que nos van 
delimitando cuál es el concepto de libertad de comunicación que maneja el Gobierno, que manejan sus 
autores. Hay limitaciones en el artículo 7%; hay limitaciones de contenidos por la vía de los fines en el 
artículo 7%; hay referencias a que se precisa un marco regulatorio. La libertad no podría existir si no hay 
un marco regulatorio, lo cual ya es contradictorio en sí mismo. 


Hay un serio problema -que pasó a ser técnico- en el artículo 17 del proyecto, que refiere a la 
libertad editorial. Originalmente decía que los titulares de servicios de comunicación audiovisual tienen 
derecho a la libertad editorial, lo cual incluye la determinación y libre selección de contenidos, 
producción y emisión de la programación, de conformidad con los principios y finalidades reconocidos 
en esta ley. Esto es claramente limitativo de la libertad de prensa: habrá libertad dentro del marco de la 
ley. Me parece que esto fue aceptado y se comprendió que era inconstitucional y claramente contrario 
al Derecho Internacional pero terminó siendo peor la enmienda que el soneto porque agregaron «y en 
el marco de lo establecido en la Convención Americana de Derechos Humanos» que son cosas 
absolutamente contradictorias porque hay disposiciones de la ley que son contrarias a la Convención. 
Señalo esto porque me da la impresión de que había voluntad de corregirlo y si es así habría que 
hacerlo de otra forma que no es necesariamente la que se encontró. 


Como dije en las dos oportunidades que concurrí a la Comisión de la Cámara de 
Representantes, el tema de la libertad de comunicación es complejo. Es muy complicado el concepto 


de libertad de comunicación que está implícito en el proyecto de ley, que es el de que se precisa la 
regulación para proteger los derechos y para que exista libertad. Lo que voy a decir a continuación no 
se lo atribuyo a nadie y mucho menos a los redactores de la iniciativa. Para ejemplificar, voy a señalar 
un parecido. Este concepto de la libertad dentro de la regulación es parecido a aquel triste concepto de 
la libertad en el orden que se manejó durante la dictadura o al concepto que vino de Chile en los 
tiempos de Pinochet de la democracia tutelada: para que exista democracia, hay que establecer reglas 
fijas y únicamente va a existir dentro de esas reglas. No tengo la más mínima duda de que nadie 
pretende establecer esos criterios. Pero, entonces, advertir este tipo de cosas puede prender alguna 
luz de alerta sobre por dónde se está transitando y qué problemas genera. La libertad es la libertad de 
hacer, de pensar, de decir, de no hacer, de no pensar o de no decir, sin límites. Ese es el concepto de 
la libertad. Los límites son excepciones solo admisibles en los casos que prevé la Convención 
Americana. La solución de la Convención es la tradicional y es distinta a un sistema en el cual se 
establezca una regulación y haya libertad dentro de esa regulación. Aquí hay un problema de fondo 
que no está manifiestamente establecido en los artículos pero se infiere con claridad de unos cuantos 
de ellos. 


El quinto tema -que simplemente voy a mencionar- es el de la protección de los niños. Este 
punto era verdaderamente complicado. El primer problema que había es que teníamos un sistema que 
funcionaba bien. Entonces, si el INAU lo está haciendo bien no se ve en forma clara la necesidad de 
modificarlo. Un dato de la realidad es que el proyecto de ley original tenía muchísimos problemas y se 
fueron superando. Queda un tema anecdótico en el artículo 32, donde todavía la libertad de 
información sobre ciertos hechos va ser la excepción, pero reconozco que ese es un tema más que 
nada académico. Hay algunos otros casos, como la prohibición de que en la propaganda destinada a 
niños puedan actuar jugadores de fútbol y maestros, que me parece que no cumplen con el principio de 
proporcionalidad. Ahora bien, reitero que este punto dejó de ser uno de los problemas centrales 
porque se modificó en gran medida. 


Un sexto inconveniente es la promoción de la producción audiovisual nacional. No puede 
haber uruguayo que no esté de acuerdo en esto pero el problema es que este proyecto de ley pasa los 
costos, que son verdaderamente muy altos, a los empresarios privados. Se dijo que esto se hacía para 
lograr una producción nacional de calidad pero, en realidad, no sé si va ser así. Vamos a tener 
producción nacional pero no estoy muy seguro de que vaya a ser de calidad si los canales privados 
empiezan a ahorrar. Acá se menciona mucho la protección y promoción de la diversidad de las 
expresiones culturales de la Unesco. Ahora las voy a mencionar porque creo que no tienen 
absolutamente nada que ver con el tema. En materia de promoción, la propia Convención para la 
diversidad y la declaración previa dan una lista interminable, inmensa, de todo lo que puede y debe 
hacer el Estado. Siempre se trata de estímulos, promociones, pero no de una solución autoritaria del 
tipo «ustedes tienen que hacer tal cosa dentro de determinadas características, con límites y si no lo 
hacen habrá sanciones verdaderamente importantes». 


El séptimo tema es el de la diversidad cultural. Esta, a diferencia de la promoción de la 
industria audiovisual nacional, no es tan clara. No tengo ninguna duda de que tiene que ser promovida 
pero reconozco que puede haber alguien que no lo vea en estos términos. La diversidad cultural fue 
muy analizada en el mundo en los últimos veinte años y hay tres claves. La primera de ellas es la 
apertura a todas las formas. No es beneficio de una; la diversidad cultural no es la cultura uruguaya o 
determinada manifestación sino la cultura de todas. La propia Convención de la Unesco dice que la 
diversidad cultural implica abrir la sociedad al mundo; todas son válidas y a todas hay que tener 
acceso. En segundo lugar está la protección. Hay que tener mucho cuidado en cuanto a cuáles son las 
manifestaciones culturales y las diversidades culturales que precisan protección. Algunas las precisan y 
hay que intervenir y, otras, no las necesitan. La tercera clave es la neutralidad estatal. El Estado debe 
asegurar la diversidad cultural para todos y no debe beneficiar determinada manifestación en perjuicio 
de otros. Me parece que está claro que la diversidad cultural puede manejarse con dos guías. Una es 
la que plantea el proyecto: todos los servicios de comunicación audiovisual van a ser más o menos 
parecidos y determinado porcentaje de su producción va a ser nacional, inclusive en las horas pico. Se 
supone que la diversidad va a estar presente en todos los canales y medios de comunicación. Este 
sistema, en general, no es aceptado en el mundo, el que es aceptado -y me parece que es el correcto- 
es el de la diversidad cultural dentro de la oferta que le damos al televidente o al radio escucha. El 
asunto no es promover determinada forma cultural, sino ponerla a disposición del televidente y que 
éste sea el que decida qué quiere ver. Desde este punto de vista no creo que las soluciones del 
proyecto se compadezcan con la propia Convención. Ahora, cuando el Poder Ejecutivo hace un 


llamado para asignar tres canales podría decir, por ejemplo, que va a ponderar especialmente a que 
uno de los tres canales se comprometa con una fuerte producción nacional, pero lo que no puede es 
establecer que todos los canales sean iguales. 


Con este esquema, más las campañas de interés social, y los comunicados de prensa y 
cadenas, podemos llegar a tener canales más o menos parecidos, en especial en las horas pico, y 
dentro de esa oferta más o menos similar es que elegirá el contribuyente. 


Acá voy a agregar dos palabras para contar una de las cosas más interesantes de las que 
participé en estos últimos años; quizás en mi vida. En el año 2012 fui invitado por el Tribunal 
Constitucional de Bolivia a un evento, justamente, sobre la diversidad de las culturas indígenas en 
dicho país. Para mí como uruguayo fue una experiencia excepcional, porque fue la primera vez que en 
serio me acerqué a la problemática de la cultura indígena en uno de los países más ricos en la materia 
como es Bolivia. 


Me llamó la atención que el tema fuera la opción: «Cultura indígena en todos los medios o 
medios exclusivos para los indígenas». Se discutió cinco minutos y todos los representantes de los 
pueblos indígenas y los invitados internacionales estuvimos de acuerdo en que hay que garantizarle al 
espectador el acceso a ver lo que quiera. Si son programas vinculados con la cultura indígena, los 
debe tener en uno o dos canales, como lo planteaba Bolivia, que fueran exclusivos para eso. Ahora, si 
no quiere ver eso tiene derecho a ver lo que sea: deportes, cine extranjero, europeo o nacional, o lo 
que sea. Por supuesto que también tiene el derecho a ejercer la libertad de espectador como 
normalmente la ejerzo yo, que es en forma negativa, sin ver absolutamente nada a pesar de que tengo 
-Ccomo seguramente muchos de los aquí presentes- una amplia gama de canales, ya que con el cable 
uno puede realmente acceder a mucha cosa. 


En definitiva, me parece absolutamente compartible la preocupación y la protección de la 
diversidad cultural. Hay que ir en esa dirección aunque no sea tan urgente en Uruguay como lo es, por 
ejemplo, en Bolivia. Pero me parece que ahí hay un tema conceptual que debería analizarse: la 
diversidad cultural no debe estar en todos y en cada uno de los medios, sino en todo el sistema de 
forma que el espectador sea el que decida lo que va a ver en todos los casos. 


El octavo tema está relacionado con la publicidad. En este proyecto se hicieron muchas 
modificaciones respecto a la regulación general de la publicidad, que no es muy grave pero sí un poco 
excesiva: llega a un grado de detalle que no se podría justificar en los términos de la Comisión 
Interamericana. Creo que el problema que subsiste es la publicidad electoral. Es un asunto 
verdaderamente grave, genera una injerencia muy fuerte en la economía de los medios. Basta ver 
televisión para comprobar que durante los períodos electorales los anunciadores comunes de los 
canales no hacen publicidad. Los canales viven básicamente de la propaganda política y esta 
propaganda gratuita puede impactar seriamente. ¿Cómo analizar esto desde el punto de vista jurídico 
para no entrar en consideraciones políticas? Hay que recurrir al principio de proporcionalidad. Primero, 
¿cuál es el fin de estos artículos en materia de publicidad electoral? El fin, incuestionablemente, es el 
fomento de la democracia y la igualdad. Es decir, terminar con algunas inequidades, partidos o 
sectores políticos que tienen más dinero que otros. El fin, incuestionablemente, es compartible. En el 
primer paso del principio de proporcionalidad tenemos un primer problema: ese fin no está previsto en 
el artículo 13 de la Convención. Es decir que ahí tenemos un primer problema con la Convención 
Americana. De todas formas creo que el gran tema -omitiendo ese primer paso- está a nivel de la 
necesidad, ¿realmente es necesario para el fomento de la democracia y para combatir la desigualdad 
económica entre los partidos una legislación con estas características? 


Me parece que no porque no soluciona las inequidades, ya que esto va a beneficiar a los 
partidos que tienen representación parlamentaria y a los que la tienen en mayor número; los partidos 
pequeños -que son los que normalmente no tienen dinero, que recién empiezan- no van a gozar de 
absolutamente ninguna ventaja. 


Hay otros mecanismos que se ensayan en el Derecho comparado, por ejemplo sancionar a 
los canales -sé que es difícil, pero hay que probarlo- si tienen precios diferentes para los distintos 


partidos políticos. El minuto de publicidad electoral tiene que valer lo mismo para todos los partidos 
políticos. 


También se puede topear el número de propaganda electoral, con lo cual todos los partidos 
pueden gastar hasta determinado dinero y por encima de esa cifra estar todos iguales. 


Me parece que aparece una solución mucho mejor -es la que normalmente aparece en el 
Derecho comparado; si se hiciera yo la vería en televisión-: serían los quince o veinte minutos 
obligatorios para que vayan los candidatos o los líderes de los sectores. Verles las caras y escucharlos 
hablar fomenta y beneficia la democracia. Eso sería un aporte realmente importante, pero creo que la 
legislación proyectada es contraria a la convención americana. 


SEÑOR HEBER.- Es un gusto tener presente y escuchar al doctor Risso Ferrand sobre este tema que 
nos atañe directamente y que, naturalmente, será motivo de discusión en esta Comisión cuando se 
proceda a aprobar esos artículos. 


El doctor Risso planteó varias opciones, todas ellas válidas, pero pregunto si no es mejor 
equiparar la situación frente a la instancia de una mayor ayuda estatal electoral. Cuando empezamos 
con limitaciones, naturalmente tenemos problemas porque hay que determinar a quién se limita y de 
qué forma en las estructuras de los partidos, no solamente a los candidatos. La vía del mensaje me 
parece muy clara, sobre todo cuando hacemos un proceso para ir terminando con candidaturas únicas, 
pero uno se pregunta si en vez de limitar y de regular la emisión, no sería conveniente ir por el 
principio. Muchos actores de la vida política, si tienen ayuda estatal y se tienen fe, se empeñarán y, de 
alguna manera, comprarán el espacio publicitario que crean que pueda estar respaldado mañana en 
función de las campañas electorales. Me refiero a que, en lugar de ir al final, se comience por el 
principio: la financiación de los partidos para generar equidad y no limitación hacia los medios de 
comunicación. Lo digo a modo de reflexión porque no lo escuché como una de las alternativas. 


SEÑOR RISSO.- Sin duda que esa es una alternativa válida: aumentar la ayuda económica en dinero o 
que el Estado dé a cada partido político determinado número de minutos que, llegado el momento, va a 
pagar el Estado. Es absolutamente válido, es una de las tantas alternativas que uno se puede imaginar 
en la materia. 


Tampoco hay que optar por una; puede haber una combinación entre varias. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes de dejar este tema del capítulo electoral a que ha hecho referencia el 
doctor Risso y sobre todo recurriendo a su condición de profesor de Derecho Constitucional, quiero 
plantear lo siguiente. 


A la luz de la disposición constitucional que establece que toda norma de carácter electoral 
requiere una mayoría especial de dos tercios para su aprobación, ¿estas normas están comprendidas 
en esa disposición constitucional? 


SEÑOR RISSO..- Dentro de lo opinable que suele ser el Derecho, sin duda que es un tema electoral, a 
tal punto que este tipo de materia puede generar diferencias muy importantes que terminen incidiendo 
en los resultados. Por ejemplo, la redacción de este proyecto discrimina, en cierta forma, a los partidos 
que no tienen representación parlamentaria. Estos podrían decir que se están afectando claramente las 
reglas del juego electoral. En mi opinión, todo lo que refiere a la cuestión electoral constituye un tema 
básico y sensible que, a su vez, no se limita solo al escrutinio -cómo se cuentan los votos o cómo se 
establecen las mesas-, sino que comprende todo lo vinculado a los procesos electorales, incluido el de 
asegurar la igualdad de condiciones y la libertad. 


SEÑOR GALLINAL..- Si esto es así como lo señala el profesor Risso, agrego un segundo planteo. 


La votación de la norma en la Cámara de Representantes no reunió los dos tercios de votos 
necesarios y, sin embargo, se proclamó un resultado afirmativo. Eso fue lo que allí sucedió. Si la misma 


situación se repitiera en el Senado de la República, tendríamos en una ley una norma que, en su 
forma, sería claramente inconstitucional en tanto no se cumplió el requisito establecido por la 
Constitución. A ello agregaría un elemento tan grave como el que acabo de señalar: la norma es de 
eficacia inmediata y tenemos por delante una instancia electoral. En este caso, pues, ¿quién tiene 
legitimación activa para promover la inconstitucionalidad de la norma? A su vez, ¿se puede hacer una 
estimación del tiempo que insumiría la resolución del recurso? 


Indudablemente, se coloca a quienes están en una posición discrepante en una situación 
extremadamente compleja, porque si se aprueba una norma de carácter inconstitucional, que rige justo 
en la elección inmediata a la aprobación de la misma, aunque fuera declarada inconstitucional una vez 
culminado el acto electoral, ello no tendría efecto retroactivo y no significaría su anulación. Entonces, 
reitero: me gustaría saber quién tiene legitimación activa para promover la inconstitucionalidad y -de 
acuerdo a la experiencia del doctor Risso- qué plazos demanda, en general, el pronunciamiento del 
Poder Judicial, en tanto en esta materia no existen precedentes que pudieran facilitar una resolución 
rápida. 


SEÑOR RISSO..- El artículo 258 de la Constitución de la República establece que la declaración de 
inconstitucionalidad podrá ser promovida por todos aquellos que se sientan lesionados en su interés 
legítimo, personal y directo. ¿Quiénes serían, en este caso? Ante todo, los medios -aquellos que estén 
comprendidos en el tema de la propaganda gratuita tendrán legitimación activa para solicitar la 
declaración de inconstitucionalidad de estos artículos; eso está claro-; luego, eventualmente -y en esto 
habría que hilar muy fino-, algún partido muy minoritario que se sintiera discriminado y considerara que 
la legislación viola el principio de igualdad y altera las reglas de juego. Quizás esta última situación 
podría llegar a darse. 


En cuanto al tiempo que demoraría el pronunciamiento o la resolución, vale señalar que, 
normalmente, demoran más de un año, salvo que la Corte tenga jurisprudencia -en este caso no la 
hay- o algún caso similar en trámite. 


¿Qué pasaría si el Tribunal o la Corte declararan la inconstitucionalidad? En el caso de los 
medios, está claro que podrían reclamar al Estado que les pague los minutos gratis que dieron durante 
la campaña electoral y, en el de los partidos minoritarios, si llegan a demostrar que fueron 
discriminados y que se violó la igualdad ante la competencia electoral, no sé qué podrían reclamar, 
quizás algún tipo de indemnización, pero es realmente complicado de imaginar lo que podría llegar a 
suceder. 


Por último, quiero referirme al tema de la propaganda oficial que, por lo que pude ver, no 
figura en ninguno de los tres proyectos de ley. 


Desde hace veinte años en América Latina se vienen sucediendo eventos, reuniones y 
declaraciones internacionales en los cuales todos los países, normalmente en el ámbito de la OEA, 
analizan los problemas comunes o particulares que tienen la libertad de prensa y de comunicación en 
esta región. Desde ese punto de vista, Uruguay está bárbaro, porque de las larguísimas listas de 
problemas que existen, nuestro país no tiene prácticamente ninguno. El único problema serio que 
tenemos es el relativo a la publicidad estatal. En esta materia se precisan criterios establecidos por ley, 
que determinen cómo se distribuye la publicidad electoral entre los medios, lo cual es dificilísimo, 
porque bien podría decirse, por ejemplo, que hay que darle más a los medios más grandes. En fin, no 
sé cómo se haría, pero es algo que debe estar establecido en la ley y ser obligatorio para todas las 
entidades estatales. Otro problema es el fenómeno de la censura indirecta. Aquí hablamos del 
temor que puede tener algún operador de sufrir alguna consecuencia negativa al decir o hacer 
determinada cosa. Uno de los pocos problemas en materia de libertad de comunicación que Uruguay 
tuvo en los últimos años, fue el protagonizado por el Banco de la República y el Semanario Búsqueda, 
el cual se originó cuando el Presidente de la institución bancaria ordenó que se cortara la propaganda 
en dicha publicación debido a la cobertura que se había hecho de un determinado tema que, 
honestamente, no recuerdo cuál era. El asunto llegó hasta la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. La cobertura y la repercusión que tuvo en el mundo fueron bastantes injustas porque 
parecía que Uruguay era un desastre; pero, en realidad, estamos hablando de una verdadera 
excepción. 


No resisto contarles a los señores Senadores una anécdota que me tocó vivir y que es el 
problema que puede darse en esto, precisamente. 


Un día -del año pasado- me llamaron de una radio a las ocho de la mañana y me 
preguntaron si en veinte minutos podía hablar con un periodista sobre determinado tema, a lo que le 
respondí que sí. A los cinco minutos me llamó el periodista, con quien tuvimos una excepcional y 
fantástica conversación desde el punto de vista ético. Me explicó que la entidad estatal de la que 
íbamos a hablar no era anunciante de su programa, pero que sí era un anunciante muy importante en 
la radio; entonces me dijo -me dejó bien en claro- que había que cuidarse un poco. A eso respondí que 
no había ningún problema, que no iba a hacer ningún juicio de valor y que solamente ¡ba a dar una 
opinión técnica. En verdad, a la hora de hacer el reportaje no hubo limitación alguna; el periodista me 
preguntó y yo contesté todo lo que quería. Esto lo trasmito como una vivencia. Aunque en ese caso 
haya salido bien, eso es autocensura. Es el momento en que un periodista, dice: «Cuidado. Si digo 
esto puedo tener problemas». 


Pues bien, la legislación de la publicidad oficial y la asignación de las frecuencias 
radioeléctricas, son los dos temas más importantes que tienen los servicios de comunicación 
audiovisual. Diría que lo fundamental es que haya procedimientos competitivos para la asignación de la 
frecuencia -que ya está- y regular este tema que es verdaderamente grave porque afecta la calidad de 
la libertad de prensa. 


Es cuanto tenía para decir. 
Quedo a disposición de los señores Senadores para aclarar cualquier otra duda. 


SEÑOR ABREU.- Por mi parte, tengo una pregunta más bien jurídica, sobre algo que es importante 
precisar. 


El artículo 147 -si no me equivoco- define a los medios de comunicación audiovisual como 
servicios públicos. La doctrina en general ha entendido que los medios en los que están en juego 
libertades como la de comunicación del pensamiento, no pueden ser servicios públicos porque, 
obviamente, son instrumentos del Estado y alcanzan, entre otras cosas, a actividades que desarrollan 
las propias entidades estatales. Digo esto porque, en realidad, considerar un servicio público a un 
servicio de comunicación audiovisual estaría, de alguna manera, «flechando» o creando condiciones 
de naturaleza jurídica distintas a las que debería existir en la libertad de comunicación del 
pensamiento. 


Me gustaría saber qué tipo de comentario puede despertar esta disposición a la Cátedra de 
constitucionalistas, pues esto recae sobre los operadores privados, a los que se considera como 
concesionarios de servicios públicos. Entonces, se cambia la actividad libre de la comunicación 
audiovisual y se perfora la esfera de la libertad desde el punto de vista jurídico, al menos, por una 
especie de fundamento. 


Es una pregunta un poco técnica, pero quisiera dejarla bien precisada porque en el ámbito de 
la Comisión ha habido una cantidad de observaciones relacionadas con la constitucionalidad de esta 
normativa, y más allá de lo que pueda ser el impulso político de aprobarla, las vulnerabilidades que 
está mostrando pueden ser otra experiencia adicional respecto de una declaración de 
inconstitucionalidad que afectará, entre otras cosas -como el señor decía-, la imagen y, sobre todo, el 
concepto de la seguridad jurídica en el ámbito del Derecho nacional. 


SEÑOR RISSO.- Si el señor Senador me lo permite, voy a contestar a su pregunta con un carácter 
general. 


Esto es bastante claro. En realidad, se trata de cosas distintas. Por ejemplo, en el artículo 6% 
hay una declaración de interés público, es decir, una declaración que es una justificación de la 
regulación en un caso no previsto por la Convención Americana, lo cual representa un problema. Ahora 
bien, para entender lo que es el servicio público en el Uruguay, conviene recordar aquello de los 


círculos concéntricos, que se nos planteaba a quienes fuimos a la Facultad de Derecho. Existe un 
círculo en el que está la actividad estatal: servicios esenciales, servicios públicos y servicios sociales, 
mientras que otra esfera, parcialmente superpuesta y mucho más grande que la de la actividad estatal, 
representa la actividad privada. Si al hablar de servicios públicos se hace referencia a los servicios de 
radio y televisión estatal, creo que eso es un error, porque el servicio público es una actividad exclusiva 
del Estado, que no podrían desarrollar los particulares. Ahora bien, en el marco de esta normativa, no 
se trata más que de un error técnico que queda corregido por el resto de las normas. De todos modos, 
repito: sí creo que es un error. La comunicación audiovisual no puede ser un servicio público porque, 
en ese caso, sería más fuerte que un monopolio. El monopolio es una actividad privada cuyo ejercicio 
se prohíbe a alguno y el servicio público es directamente una actividad que sólo puede desarrollar el 
Estado salvo, cuando la ley lo autoriza, bajo la figura de la concesión. 


SEÑOR GALLINAL.- Me quedé reflexionando acerca de algunas expresiones del doctor Risso con 
respecto a la censura, a las limitaciones y a lo que a ese respecto dicen las normas constitucionales y 
de Derecho Internacional recogidas por nuestra legislación. 


En estos días me enteré de que las instituciones de asistencia médica pueden realizar 
publicidad solamente si un 80 % del spot o de la publicidad radial está referido a la prevención; el 20 % 
restante puede nombrar a la institución comprendida. También me enteré de que eso está regulado 
por decreto. Asimismo, supe que cuando se va a realizar esa publicidad, es necesario llevar el spot ya 
elaborado al Ministerio de Salud Pública, el cual lo autoriza, o no. No necesito preguntar al doctor Risso 
si eso cae dentro de la censura porque es evidente que sí, mucho más tratándose de un decreto. De 
todos modos, aprovecho la presencia del doctor para preguntar -lo conversaremos después- si acaso 
no tendríamos que invitar a estas instituciones, porque el Parlamento es custodia de las libertades. 
Ahora que estamos discutiendo este proyecto de ley, me entero, por una vía lateral, de que existe una 
situación de estas características -lo que me parece grave- y que solamente en casos de imperiosa 
necesidad -según dicen las normas correspondientes- se podría aplicar. 


Entonces, consulto al señor Presidente sobre la posibilidad de que quien habla se encargue 
de hacer alguna gestión con esas instituciones a fin de que, por lo menos, vengan a explicarnos en 
qué forma está procediendo el Ministerio de Salud Pública en esa materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 


Agradecemos muchísimo al doctor Risso el tiempo que nos ha brindado y la claridad de su 
exposición. 


(Se retira de Sala el doctor Risso Ferrand.) 
(Ingresa a Sala la delegación de Redcon: Consumidores en Red de Confianza.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene mucho gusto en 
recibir a los representantes de Redcon: Consumidores en Red de Confianza, a quienes les 
adelantamos que disponen de treinta minutos para hacer su exposición y responder las preguntas que 
eventualmente formulen los señores Senadores. 


SEÑOR PEREYRA.- Venimos trabajando hace tiempo, pero la organización recién se formalizó hace 
un año. 


Somos una asociación civil sin fines de lucro. Todos sus integrantes y adherentes vienen de 
sectores de la sociedad nucleados por el interés de defender y proteger el derecho de los 
consumidores y construir y brindar su aporte a la sociedad y a las autoridades. Poseemos personería 
jurídica otorgada por el Ministerio de Educación y Cultura en el año 2013 y formamos parte, junto con 
otras asociaciones que luchan por estos derechos, del Movimiento de Defensa de los Consumidores en 


Uruguay, aunque en la actualidad somos la única reconocida formalmente por el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


A pesar de que la institución es nueva -aunque no su gente-, ya ha aportado su punto de 
vista y ha sido la voz del consumidor colaborando en leyes, como la de inclusión financiera. 
Trabajamos en acuerdos y proyecciones con cooperativas, asuntos de potabilidad de agua, 
coordinando sectores dispersos de productores orgánicos, en lo relativo a bancos de semillas, etcétera. 
Son todos temas relacionados con el consumo, también desde el punto de vista productivo. 


Trabajamos en Gobierno Abierto; ahora estamos participando en las redes de Gobierno 
Abierto y hemos presentado un proyecto -lo tomaron Agesic y OPP- que tiene que ver con la 
plataforma sobre la cual armar la estructura del Estado digitalmente para que puedan integrarse los 
dos sectores -el Gobierno y la sociedad civil- a través de una plataforma única colaborativa. 


Todos los miembros y personal somos honorarios y voluntarios hasta el momento y 
procuramos atender toda invitación y participación a las que somos convocados. Por eso pedimos el 
ingreso formal de las organizaciones de defensa y protección de los consumidores en los ámbitos de 
previsión de la ley, ya que a pesar de existir y hacer aportes, quizás por las prisas, no hemos sido 
convocados y contemplados. 


Queremos asegurar de forma adecuada el mantenimiento del proceso de aportes 
específicos, contralor y transparencia en un ámbito que concentrará tanta responsabilidad. Tres 
millones de uruguayos dependen de la decisión y Uruguay no debe ignorar la tendencia internacional 
sino, según creemos, liderarla. La opinión directa de los defensores de los consumidores, así como de 
cualquier otro grupo social -ya sea de trabajadores, mujeres afrodescendientes, niños o adolescentes-, 
cuando existen organizaciones formales es necesaria y cualitativamente mucho más significativa que el 
resultado de encuestas aisladas. Sin embargo, eso no parece ocurrir cuando se refiere a 
consumidores. Es recomendable, entonces, y esperable consultar a las organizaciones que 
defendemos, que colaboran y que trabajan para mejorar el acceso a los derechos de los usuarios y 
consumidores. Con relación a estos, tanto en el articulado como en las referencias hechas por diversos 
actores de este ámbito, se argumenta a favor de una hipotética protección de los derechos de los 
consumidores y usuarios. Las hemos contado y se ha superado aproximadamente las cincuenta 
referencias. Ante ese volumen de referencias explícitas, deseamos informar y dejar constancia de que 
los representantes de los intereses de los consumidores tienen voz propia real y existen 
organizaciones -como la nuestra- dispuestas a dialogar con todos los actores para dar a conocer 
efectivamente la posición de quienes nos dedicamos a defender y mejorar los derechos de los usuarios 
y consumidores. 


Quiero aclarar que vamos a dejar un documento con modificaciones que sugerimos a 
determinados artículos, que hacen referencia a temas que tienen que ver con los consumidores. 


Como tercer punto -muy importante para nosotros-, quiero plantear que entendemos 
razonable, tal como indica el artículo 1% del proyecto de ley, que aún no es posible relacionar el efecto 
Internet, por más que sea un medio de comunicación audiovisual que demuestra ser el puente 
inevitable hacia una nueva forma de comunicar, agregando una destacable, nueva y fundamental 
cualidad que es la interacción con el público, que antes no ocurría. Los países que llevan la delantera 
en este sentido van transitando hacia el acceso a contenidos vía Internet, tanto a nivel fijo como móvil, 
con el advenimiento de la modalidad 4G. Internet, como pista libre de comunicación, no limita y genera 
grandes debates acerca de cómo deben circular en ella la información y los contenidos -en este 
momento se está discutiendo sobre eso en el mundo-, así como de los grados de libertad, de cómo 
incorporar Derechos Humanos, de cómo evitar monopolios y abusos, de los derechos de autor, de 
tráfico de datos, etcétera. El hecho de que el medio para la producción en Internet sea ilimitado no 
implica que no se creen monopolios y oligopolios de dominio; este es un tema que atañe al ciudadano 
en su aspecto consumidor, ya que resulta el destino de todas las ofertas de consumo; esto aplica al 
consumo de contenidos, de publicidad para venta de productos, de servicios y de datos. 
Paralelamente, hay debates sobre la libertad de expresión y de elección, el derecho a la intimidad y a 
la no discriminación. En Internet compiten determinadas empresas con objetivos similares a otras del 
mercado, luchando todas por llegar al consumidor con la mejor oferta y cobertura, y todos los medios 


se tendrán que repartir la torta publicitaria. Hoy día no es posible hacer campañas solo por radio y 
televisión sino que, además, hay que usar Internet con las redes sociales -lo sabemos todos- para 
promocionar una candidatura política, un producto o una marca. A Internet le caben todos los principios 
y logros de los Derechos Humanos que uno pueda imaginar; indudablemente, por allí irá el debate que 
recién se está iniciando a nivel mundial pero, inevitablemente, para sobrevivir en este sistema toda 
empresa debe vender sus productos y servicios o vender publicidad acerca de ellos. En este sentido, 
creemos necesario hacer el siguiente razonamiento. Los medios de comunicación llamados 
comerciales se sustentan, básicamente, en la venta de publicidad para empresas que venden 
productos y servicios. Por lo tanto, un medio de comunicación -ya sea radio, televisión o un sitio web 
en Internet- no solo deberá emitir contenidos atractivos para el público -enmarcados en los derechos y 
obligaciones que se regulan en esta norma-, sino que además deberá vender publicidad para rentar y 
sostenerse, y si el medio de comunicación lo permite, venderán servicios en sí mismos. Pensamos en 
una televisión interactiva en cada hogar o en un smartphone para cada persona, es decir, en un medio 
de comunicación que dé acceso a productos y servicios paralelamente a los contenidos regulados que 
brinda. 


Es así que se hace necesario e imprescindible que aparezcan quienes protegemos los 
derechos de los consumidores y usuarios desde la sociedad civil, pues se trata expresamente del 
sustento de todas las empresas por la vía de ser exitosos en crear nuevas relaciones de consumos y 
ventas. Se pone a un proveedor frente a un consumidor a la larga y en este caso -me refiero a los 
medios de comunicación y canales-, además, se trata de un servicio que vende servicios; vende 
publicidad para adquirir un producto o un servicio, pero además podrán vender productos en sí 
mismos. Por lo tanto es doblemente proveedor y requiere más atención y presencia de nuestra parte. 


El hecho de que en breve será posible interactuar con la televisión desde el servicio, navegar 
por la web y estar a un clic de distancia de centenas de compras, servicios y ofertas, nos enfrenta a un 
gran desafío como organización dedicada a la protección de los consumidores, multiplicando la 
atención a todas las vías que generan relaciones de consumo, porque ocurren abusos y porque la 
competencia en condiciones de posición dominante puede surgir con las empresas propietarias de 
señales, de canales y radios, tal como veremos en el siguiente punto. 


Dicho lo anterior, reforzamos la necesidad de presencia, control y observancia civil. Será 
necesario observar durante la evolución de la transición y notar que en esta Internet hoy libre e 
ilimitada encontraremos productores y proveedores de contenidos audiovisuales que directa o 
indirectamente son inevitablemente vendedores de publicidad y servicios. Ellos se especializan y 
fundan sus empresas basados en competir lealmente con otras del mismo ramo. ¿Por qué decimos 
esto? Porque en la situación actual de transición aún el gran público consume televisión y radio, 
medios que sí son limitados y, por lo tanto, no todos pueden disponer de una señal para emitir 
contenidos y promocionar su sitio web. Así se produce una desigualdad de oportunidades que 
perjudica a aquellos que sustentan sus empresas de contenidos exclusivamente en la web y necesitan 
difundir su presencia. En la web todos competirán por un público, sustentarán con publicidad, harán 
ofertas de servicios y productos, pero durante la transición, cuando deseen promocionar masivamente 
su empresa o sitio web, deberán recurrir y pagar sendas sumas a sus competidores -los canales de 
televisión y las radios-, incluso con la potestad de estos últimos a negarse a publicitar sus sitios web, lo 
cual en ambos casos atentaría contra la variedad y diversidad de información que los consumidores y 
usuarios deben recibir. Y en este caso hablamos de información circunscripta a oferta de productos y 
servicios que el consumidor tiene derecho a conocer para hacer valer su derecho a elegir. 


Toda señal, canal o radio tiene hoy su sitio web donde emite contenidos, vende publicidad, 
ofrece servicios, etcétera. De manera que en la pista que hoy es Internet, libre e ilimitada, hay y habrá 
actores con ventajas competitivas derivadas de poseer frecuencias, señales, canales y radios. Esto es 
algo que como defensores de los derechos de los consumidores debemos atender con extrema 
agudeza, ya que afectará la cantidad y calidad de los servicios, la igualdad de oportunidades de 
empresas, la tendencia a monopolizar. Como sabemos que la variedad y competencia leal de 
empresas favorece finalmente a los usuarios y consumidores, es imprescindible que hagamos esta 
previsión e intervengamos activamente a la transición. 


A diario observamos que todos los medios radiales y televisivos nos proponen visitar su sitio 
web para escuchar una entrevista, ver un programa que no podemos ver en vivo, para interactuar con 


redes sociales incluso vía telefonía móvil, para registrar datos de usuarios e incorporar ventajas, e 
incluso pagar y suscribirse para tener mejores prestaciones -es decir que hay un negocio social que 
corre con claras ventajas vinculadas a la posibilidad de emisión en doble plataforma y hacer uso de la 
interactividad para relacionarlas- y para utilizar contenidos en retrasmisiones, sea en diferido, a pedido 
del usuario u online. Como simple ejemplo para que se entienda lo que estamos diciendo y dar una 
idea del choque de servicios al que nos referimos, podemos citar el reciente conflicto entre servicios de 
aplicaciones de Internet y servicios paralelos en la contratación de taxímetros. Los sitios web compiten 
con servicios tradicionales de central telefónica y como consecuencia de esa competencia se afecta al 
usuario, para quien pretendemos que el servicio sea óptimo, rápido, práctico y barato. 


Volvemos, entonces, al mismo asunto: es necesaria la presencia constante, en ámbitos de 
control y observancia, de quienes defendemos los derechos de los consumidores de la sociedad civil. 


Las frecuencias son limitadas y los servicios y tipos de empresas que las necesitan para 
sostener y apoyar su infraestructura física son muchas. Hablamos de televisión digital terrestre, de 
telefonía 4G, de proveedores de Internet y, definitivamente, nos referimos a una carrera por el dominio 
de la banda ancha. 


En este sentido, tanto para observar y encontrar defectos en las posibles alianzas entre 
empresas y corporaciones; los estados de competencia desleal o posiciones dominantes -aspectos 
referidos en el artículo 11-; la forma en que se administra el uso de las frecuencias por parte del 
Estado; el encaje de esta norma en cuestión con una futura de telecomunicaciones; el desarrollo 
próximo de ofertas al consumo asociado al flujo de contenidos en plataforma múltiple; la política del 
país en materia de acceso universal a contenidos, acorde a las tendencias mundiales; el control de 
toda emisión de publicidad que pueda ser considerada engañosa; el crecimiento de compras y 
contrataciones por vía electrónica, accesible mediante la interactividad prevista y la evolución que va 
teniendo la participación y la incidencia ciudadana en estas definiciones, a través de las directivas y 
compromisos del país en gobierno abierto, como por todo lo antedicho y expuesto recién, solicitamos 
se incluya la imprescindible y valiosa participación de organizaciones no gubernamentales de 
consumidores formales y de usuarios en la Chasca, para proteger y defender derechos de todo sector 
de la ciudadanía visto como consumidor de servicios, productos, información y contenidos, objetivo 
funcional de todo medio masivo de comunicación. 


Hemos traído un documento en el que se sugieren redacciones diferentes para algunos 
artículos; lo podemos dejar para que después los señores Senadores lo analicen con atención. 


SEÑOR LECHA.- Mi nombre es Pablo Lecha y participo, por Redcon, como Vicepresidente de su 
Directiva. 


Antes que nada, quiero agradecer a los señores Senadores por habernos recibido y por el 
proceso que están llevando adelante, que esperamos realmente sea un modelo de participación de la 
sociedad civil. A quienes trabajamos desde hace años en la sociedad civil -y también desde la 
Academia- nos ha resultado sumamente interesante el proceso de discusión que se ha venido llevando 
adelante, ya desde aquella integración del CCD hacia adelante, hasta llegar a la Cámara de 
Representantes y, ahora, a la de Senadores. 


Entonces, realmente queremos agradecerles y decir que esperamos que este proceso se siga 
consolidando. Pueden contar con nuestra organización para apoyar su trabajo en todo este proceso y 
en los que siguen. 


Particularmente quería decir que para mí es también un honor enorme estar aquí y agradezco 
a los compañeros que nos han hecho llegar a esta instancia; hemos participado desde otros ámbitos 
en el seguimiento de la iniciativa. Desde el orden docente soy delegado para el seguimiento de la 
iniciativa en la coalición y en los aportes; por eso hemos concurrido otras veces pero, en este caso, 
participo exclusivamente desde la defensa de consumidores. En ese sentido y como entenderán los 
señores Senadores, para alguien que empezó siendo de las primeras generaciones recibidas en la 


Universidad de la República, es muy emocionante de poder participar en esta instancia, donde vamos 
a hablar de temas tan trascendentes para la vida de las comunicaciones y la democracia en el país. 


Rápidamente voy a decir que estimamos necesario que el Legislador sepa que, más allá de 
lo que hay, esperamos que se siga trabajando para mejorar, por ejemplo, el aspecto de la regulación de 
la publicidad, donde debe haber mayores garantías. En los procesos se determinan nuevas realidades 
no contempladas, vinculadas a tecnologías de marketing y publicidad en las que, además, trabajo. 
Pero mi visión es integrada y, en lo personal, exhorto a mis alumnos a saber cómo trabajar y, a su vez, 
también enseño el rol de la Universidad, que es enseñar a pensar y no decir a los alumnos en qué 
pensar. La expectativa que tenemos en esto -siguiendo a Vaz Ferreira- es que la discusión empieza en 
la cátedra, pasa por las organizaciones y otros lugares y termina aquí, donde podemos analizar la 
realidad junto a los señores Senadores. 


Esos procesos, junto a la tecnología en marketing y publicidad, se vinculan con aspectos, 
como la tecnología de la vigilancia, que no están del todo relevados.Todo ello se da en el marco de la 
convergencia digital y tecnológica y termina cuando es sin control suficiente y promoción positiva 
sobre efectos que a veces son más bien negativos cuando lo que se quiere es el bien común. Es 
reciente la evidencia de que estos elementos, como tantos, al evolucionar tan rápido en la realidad van 
primero, antes que el Derecho. 


En cuanto a la publicidad infantil, ya se han expresado aquí organizaciones específicas, pero 
en particular podemos citar el caso de Brasil que termina de legislar en ese aspecto, en el sentido de 
no considerar al mercado de niños y adolescentes como un mercado más, pues no son adultos. La 
realidad brasileña es bastante más compleja que la uruguaya y se está pudiendo llevar esto adelante. 
Creemos que eso le hará bien no solo al ciudadano, y no lo decimos desde una perspectiva crítica del 
sector. Particularmente, no nos posicionamos en contra, por el contrario, lo que queremos es que 
Uruguay lidere el cambio y entendemos que las empresas, los anunciantes, los colegas y las agencias 
de publicidad, más allá de la nacionalidad, serán capaces de llevar sus temas a otro nivel. El hecho de 
que una potencia lo haga, ayuda a dar la tendencia. Si Brasil desde ltamaraty genera políticas de 
Estado y cuestiones en este sentido, me parece que Uruguay y todos sus sectores bien pueden 
liderar también ese cambio y no ser segundos en esto. 


Entendemos que sería deseable que además de las que hay en el Chasca, existiera un lugar 
para las organizaciones de derechos humanos de amplio espectro que pueden aportar a estos temas, 
ya que su acción evoluciona cada día tras nuevas generaciones de derechos y no se limita al pasado 
reciente. Hay talentos que pueden ser incorporados para mejorar la ley a futuro, porque todo 
evoluciona. 


Queremos también decir que hemos discutido otros aspectos porque nuestra organización es 
nueva y hay otros espacios, pero a veces se van dando procesos. En ese sentido, queremos señalar a 
los Legisladores -aclaro que ya lo hemos discutido con la UdelaR y con otros colegas- la necesidad 
de contemplar la integración de dos miembros de las asociaciones y colegios de profesionales 
universitarios de la comunicación, porque estamos seguros que a treinta años de haber iniciado los 
estudios en Uruguay, el involucramiento de los profesionales ayudará al contralor y al sostenimiento del 
proceso que sigue, no solo de una mejor comunicación sino de una mejor democracia en nuestro país. 
Nos hemos encontrado con procesos donde, por ejemplo, examinando aspectos de otras leyes se hace 
necesaria la presencia del Colegio de Abogados para mejorar desde una perspectiva dialéctica el 
proceso. 


Asimismo, apoyamos la propuesta de la Universidad de la República y de la Coalición de la 
Comunicación Democrática en lo que refiere a la educación para la comunicación, que conocemos bien 
y no lo vamos a desarrollar. Al respecto, consideramos que es grave el impacto y esperamos poder 
participar desde nuestra experiencia. 


Por último, apoyamos y destacamos la cláusula de objeción de conciencia que entendemos 
debe ser formulada en extenso para todos los trabajadores y profesionales de la comunicación, y no 
solo para periodistas. Cuando decimos esto último nos referimos, también, a publicitarios, relacionistas 
públicos y otras especialidades que van apareciendo, de tal forma que se muestre en la práctica que 


existe un espacio para aquellos que, llegado el caso, no quieren por causa fundada participar, por 
ejemplo, de una campaña engañosa o no tienen el poder de decisión. Entendemos que se debe evitar 
que estas personas sufran algún efecto adverso. Esto, por supuesto, tiene límites claros para quien lo 
use, pero hoy día todo es terreno de negociación, sin marco ni garantías, por lo cual la oportunidad es 
ayudar a quien desarrolla prácticas éticas, sea trabajador, profesional, empresa, anunciante o 
publicitario de comunicación. En ese sentido creemos que tenemos posibilidades, tanto desde los 
sectores, como desde el Estado, de poder liderar el cambio. Esta posición eleva el estándar vigente, 
posicionando a los publicitarios, empresas y demás en un estándar ético a nivel internacional que 
pueden exhibir, al igual que lo hace el Estado. Hemos seguido el debate del tema y tanto la 
Universidad de la República como la CCD y otros están de acuerdo en ajustar y elevar un texto 
comprensivo si es necesario. 


Este es, por ahora, nuestro aporte. Queremos agradecer a la Comisión por permitirnos 
participar y quedamos a la orden para contestar las preguntas de los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a pedirles a nuestros visitantes que toda la información que nos han 
brindado la envíen por mail porque, a la hora de estudiar el articulado, nos facilita enormemente el 
análisis. 


SEÑOR HEBER.- En primer lugar, quiero decir que es un gusto haber recibido a nuestros invitados, ya 
que hasta el momento no habíamos tenido el gusto de escuchar a una organización civil de 
consumidores en red como la que representan. Quiero hacer una pregunta de carácter técnico pero no 
jurídico, que tiene que ver con los derechos de los consumidores. Como sabrán nuestros invitados, 
muchos de nosotros nos asesoramos sobre aquellos temas que no conocemos y tratamos de entender 
los avances tecnológicos. Seguramente aquí hay personas que por ser profesionales de la ingeniería 
saben más de este tema. Hemos escuchado aquí a varias organizaciones, tanto nacionales como 
internacionales, cuyos representantes nos han dicho que el mundo se dirige a una definición en cuanto 
a los avances tecnológicos. Hay quienes entienden que los servicios de telefonía van por un lado y los 
audiovisuales por otro. Hay pocos casos en el mundo pero hay quien entiende que la separación puede 
ser sustentable, aunque en general se está apuntando a la convergencia, es decir que los servicios 
telefónicos se brinden junto con los audiovisuales. Eso es lo que, de alguna manera, se viene 
desarrollando en el mundo. Este proyecto de ley establece algo diferente a cualquiera de esas dos 
tendencias, ya que determina la separación de los servicios de telefonía de los audiovisuales, salvo en 
el caso de Antel, que sí actuará en convergencia. Esto significa que únicamente Antel puede dar 
servicios de telefonía y audiovisuales al mismo tiempo. En ese sentido, como defensores de los 
consumidores que son nuestros invitados, les consulto si no entienden que esto implica una falta de 
oferta en cuanto a la elección, en función de que solamente una empresa podrá dar ambos servicios y 
no todas, lo que impedirá elegir. 


SEÑOR PEREYRA.- Sin dudas, que habrá convergencia es un hecho, aunque a la larga. Justamente, 
creemos que los servicios de telefonía son los que permitirán que la gente ande con los servicios 
audiovisuales por las calles. Antes de que pase eso y en virtud de que la plataforma de trabajo va a ser 
internet, hay que lograr una estructura que tenga que ver más con la ley de telecomunicaciones que 
con este proyecto de ley. Habrá que ver cómo armar la estructura física en el país para que todos los 
medios que van a confluir y van a estar luchando por una frecuencia que es limitada puedan utilizar 
esos medios y brindar servicios. En lo personal, creo que inevitablemente se va a abrir el campo para 
que empresas públicas y privadas compitan entre ellas. 


SEÑOR HEBER.- La ley no lo permite. 


SEÑOR PEREYRA.- La ley no lo permite pero en algún momento tendrá que pasar. Falta el aspecto 
físico de todo esto, que es una ley de telecomunicaciones que lo regule. En alguna ocasión dijimos que 
de pronto la ley de telecomunicaciones tenía que ser previa, ya que no podemos demorarnos en 
abordar este tema. Pienso que se trata de un problema de plataforma física. El hecho de que habrá 
una confluencia es casi inevitable y también es cierto que todo el mundo pasó por la transición de la 
televisión digital terrestre. Es verdad que a los consumidores nos conviene que haya más oferta, pero 
de la forma en que se va a generar la competencia y cómo va a evolucionar este asunto es algo que 
tendremos que ir viendo en el camino. Si hoy decidiéramos que vamos a tirar todo esto y a hacerlo por 


internet con una banda ancha rápida, sería imposible, porque si estamos teniendo un debate por el 
tema de los derechos, es difícil imaginar lo que sucedería con una infraestructura que permitiera una 
canilla libre total. 


SEÑOR HEBER.- ¿No les parece que el criterio podría ser convergencia para todos o convergencia 
para nadie? 


SEÑOR PEREYRA.- Vamos a converger todos, y van a terminar luchando las fuerzas del mercado 
hasta que prevalezca una y otra, y los consumidores haremos la fuerza necesaria para que los precios 
sean los que correspondan. Lo que tenemos que evitar es ese monopolio que afecte el alcance del 
servicio con la relación precio. Eso lo vamos a tener que ir regulando. Deberemos controlar y observar 
tanto a los Estados, como a las empresas y las competencias entre ellas. Esa es nuestra función. 


SEÑOR LECHA.- Consideramos que hay aspectos que podemos seguir debatiendo y, de alguna 
Manera, nos sumamos a un estado de la situación en un momento del proceso. Entonces, nos gustaría 
crear el ámbito apropiado para poder debatir en profundidad esos aspectos, u otros y, además, 
incorporar otras cuestiones como, por ejemplo, las experiencias de otros países y demás. Los señores 
Senadores saben que también se están debatiendo estas cosas. 


En suma, nos parece que una parte importante del trabajo a realizar es, justamente, 
incorporar en el proceso que viene -más allá del arte y de lo posible que sea esto- todas esas 
discusiones y otras. A eso apostamos. 


SEÑOR PEREYRA.- Quisiera agregar una cosa más, que es importante destacar: no sé por qué, pero 
lo cierto es que en el proyecto de ley que ahora está a consideración, no aparece definido qué es 
publicidad engañosa. Nos parece muy sustantivo que eso esté definido porque, si no, van a surgir 
problemas. En varias partes del articulado se hace referencia a ese concepto, pero no se define; por lo 
tanto, proponemos que se incluya tal definición. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
Les agradecemos mucho su presencia en la tarde de hoy. 
(Se retiran de Sala los representantes de Redcon: Consumidores en Red de Confianza.) 
(Ingresan a Sala los representantes de Cablevisión.) 


-Damos la bienvenida a los representantes de Cablevisión quienes, según tenemos 
entendido, no participaron en la instancia de discusión que se dio en la Cámara de Representantes. 


Nos manejamos con un lapso de aproximadamente media hora -aunque, 
obviamente, no es algo estricto-, así que les pedimos que, en la medida de lo posible, se ajusten a ese 
tiempo. 


Les damos la palabra. 


SEÑOR VALENTE.- Buenas tardes. Mi nombre es Guillermo Valente, y soy el Gerente General de 
Cablevisión en Uruguay. 


Creo que todos conocen nuestra empresa. Es extranjera. Hace ya unos cuantos años que 
estamos en el Uruguay y siempre hemos apostado a este país. 


Nuestra zona territorial es Montevideo, Canelones, San José, Paysandú, Salto, Artigas, 
Rivera, Tacuarembó y Paso de los Toros. 


Brindamos un servicio de cable al igual que lo hace la competencia; me refiero a las demás 
empresas de cable en Uruguay y a Directv. Tenemos una amplia grilla que, realmente, es muy 
competitiva, con un precio también muy competitivo. Actualmente contamos con 109 señales. 


Fuimos la primera empresa en el Uruguay que digitalizó el 100 % en tiempo y forma. Esto 
ocurrió a fines de 2011, momento en que se dio el primer apagón analógico en nuestro país, que fue el 
de Cablevisión. 


Hoy en día somos una empresa 100 % digital en lo que refiere al área de Montevideo, 
Canelones y San José. A su vez, hace dos años que estamos digitalizando el interior del país. Allí el 
proceso es un poco más largo porque tenemos operaciones de cable, como los cables de Montevideo, 
pero estamos avanzando rápidamente para llegar a ese 100 % digitalizado. 


El proceso de digitalización comenzó en 2007. Con el correr de los años presentamos un 
proyecto de inversiones a la Comap -Comisión de Aplicación de la Ley de Inversiones-, la que nos 
autorizó US$ 6:000.000 para llevar adelante la digitalización. Eso ayudó para que pudiéramos avanzar 
y digitalizar Montevideo en su totalidad. Queremos señalar que ese es un asunto en el que se puso 
mucho foco. Actualmente tenemos más de 160.000 cajas digitales instaladas en Montevideo, 
Canelones y San José, y otro tanto en el interior. 


Me parece que sería bueno que pasáramos a analizar el contenido de la ley relativa a los 
medios. Para ello, cedo la palabra al señor Tejera, nuestro asesor legal. 


SEÑOR TEJERA.- Muchas gracias por recibirnos. Mi nombre es Rafael Tejera y, tal como se ha dicho, 
soy el asesor legal de la empresa. 


En resumidas cuentas -porque sé que los señores Senadores tienen una agenda bastante 
«apretada» desde el punto de vista legislativo y político- quiero señalar que siempre que se plantean 
cambios de reglas de juego -y ¡vaya si este proyecto de ley contiene disposiciones que implican 
cambios!- se generan responsabilidades y eventuales inconstitucionalidades. 


Sin lugar a dudas, para la empresa esta normativa implica determinados cambios en las 
reglas de juego. Desde el punto de vista jurídico - nosotros hemos seguido el trabajo en las Comisiones 
de ambas Cámaras- se han planteado varias objeciones, tanto institucionales como de forma y de 
fondo. Más allá de eso, nuestro objetivo al comparecer aquí es tratar de superar algunas objeciones, 
evitando la generación de responsabilidades desde el punto de vista del estado de la actividad 
legislativa o de eventuales inconstitucionalidades. No vinimos a decir a la Comisión si una ley es, o no, 
inconstitucional -porque eso no es resorte nuestro-, sino simplemente a ver qué podemos mejorar en la 
iniciativa que está a estudio, a los efectos de sortear esos impedimentos. 


Yendo en la dirección del objetivo mencionado, comenzamos diciendo que, para nosotros, el 
proyecto en discusión presenta cambios y restricciones que podrían mitigarse si se modificaran 
parcialmente los artículos 46, 85, 88 y 160, entre otros, y se incorporara algo que ya está incluido en el 
citado artículo 88; nos referimos a que se exceptúe de la aplicación de estos artículos a los servicios de 
televisión para abonados cuyos titulares hayan obtenido sus respectivas licencias con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la ley. De esta forma respetaríamos el principio de seguridad jurídica, el 
principio de confianza y el derecho adquirido. Reitero que eso ya está proyectado en el propio artículo 
88. 


El artículo 46, por su parte, refiere a las limitaciones a la titularidad del servicio de televisión 
para abonados. Pensamos que tampoco esto debería aplicarse en el caso de servicios cuyas licencias 
se hayan obtenido con anterioridad. Lo decimos con el mismo sentido y objetivo que planteamos hace 
unos instantes. El citado artículo 46 debe ser leído en consonancia con el artículo 107 del proyecto de 


ley, que refiere a las renovaciones; por lo tanto, en lo que respecta a estas, también deberían quedar 
excluidos aquellos permisarios que hubieren obtenido sus licencias con anterioridad. 


El artículo 160 obliga a la transferencia de licencias y autorizaciones, para no superar el 
límite de concentración estipulado en la norma. En ese sentido también queremos dejar claro que, para 
nosotros, eso implica un cambio sustancial en las reglas de juego, afectando seriamente a la 
compañía. En consecuencia, en el mismo sentido explicitado anteriormente, solicitamos que se excluya 
a los operadores que tienen las licencias bajo el marco normativo actual. 


En lo que refiere a las excepciones a los requisitos de las personas jurídicas, cuando son 
titulares de este tipo de permisos -que están previstas en el artículo 88 del proyecto de ley-, 
planteamos que también rijan en las futuras renovaciones que se otorguen en los términos del artículo 
107, en cuanto a las autorizaciones y licencias de servicios de comunicación audiovisuales obtenidas 
con anterioridad. 


El artículo 85 refiere expresamente a las personas físicas que son socias o accionistas de 
personas jurídicas titulares de autorizaciones o licencias de servicios. Asimismo, hace referencia a la 
transferencia de dichas autorizaciones o licencias de personas jurídicas que cumplan con los requisitos 
establecidos en el artículo 87. Por nuestra parte, queremos hacer una salvedad. Está bien que todo 
este procedimiento de transferencia de licencia, que eventualmente puede existir, se haga cumpliendo 
con los requisitos del artículo 85 que, a su vez, hace remisiones, pero cuando se remite al artículo 86 
solicitamos que se deje expresamente exceptuado al literal D) del mismo. 


Otro tema que nos parece relevante destacar en este ámbito -y que los señores Senadores 
pueden haber escuchado en más de una oportunidad- es que el proyecto de ley a consideración no 
regula Internet. Desde nuestro punto de vista, Internet es una plataforma por demás relevante en 
materia de comunicación audiovisual y, por ello, debería estar alcanzada por la normativa, en el sentido 
que los señores Senadores estimaran pertinente. Reiteramos: Internet no debería quedar por fuera de 
este proyecto. 


Finalmente, en aras de la brevedad prometida señalamos que, en cierta medida, no 
compartimos la prohibición fijada en el artículo 48, que impide a las empresas que prestan el servicio 
de televisión para abonados, brindar la transmisión de datos y telefonía. 


A nuestro modo de ver, esta solución iría a contramano del avance tecnológico y la tendencia 
a la convergencia ya que la infraestructura que tienen estas empresas se subutiliza si no se les permite 
agregar determinados servicios que aquí se vedan. 


Hice un resumen bastante acotado de cuáles serían los aspectos que, a nuestro modo de 
ver, podrían superar esas eventuales objeciones formales al proyecto de ley que afectan sobremanera 
a nuestra compañía. 


SEÑOR GALLINAL.- Me gustaría saber si a juicio de los invitados la redacción del proyecto de ley los 
comprende o no. Dicho de otra forma, ¿cómo interpretan su alcance en lo que tiene que ver con los 
requisitos que se establecen para las empresas que prestarían o que ya están prestando estos 
servicios? No sé si quedó clara mi pregunta. 


SEÑOR TEJERA.- Sí, es clara. El proyecto de ley nos comprende y tiene capítulos específicos donde 
se refiere a los prestados de servicio de televisión para abonados. A su vez, establece determinados 
requisitos y, al final de su redacción, en algunos fija plazos de adecuación, pero no nos excluye de la 
aplicación de la reglamentación. 


SEÑOR GALLINAL.- Es decir que lo que están solicitando es que se agregue una redacción que haga 
esa diferenciación. 


SEÑOR TEJERA.- Correcto. 


SEÑOR VALENTE.- Sí, la idea es que se respete el status quo de la compañía, que se adecuó a todos 
los derechos que tenía y realizó las inversiones de acuerdo a las leyes vigentes. 


Por otra parte, me gustaría hacer un comentario sobre la limitación. En todas las localidades 
del interior donde está Cablevisión, está la competencia en manos de Equital -también con socios- y 
Directv en forma área, que tiene licencia a nivel nacional. Por tanto, en las plazas chicas hay una real 
competencia con tres operadores que brindan el servicio y precios que se adecuan a la competencia. 
Si se aprobara este punto, la oferta se reduciría porque, por ejemplo, en el caso de Cablevisión 
debería optar si se queda en Montevideo o en el interior por la cantidad de licencias que estaría 
autorizado a tener. Estoy convencido de que Uruguay es una de las plazas con más competencia, lo 
que hizo que los precios se adecuaran al mercado y fuera un beneficio para quienes toman el servicio 
de televisión para abonados. En Montevideo el volumen de hogares -a pesar de ser la capital- es chico 
para los seis competidores que tiene actualmente. Eso hace que el usuario tenga un precio que 
compite a nivel mundial por los contenidos que le proveemos y en el interior pasa algo similar. Por 
tanto, creo que este artículo va a ir en detrimento del precio que pagan actualmente los clientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de Cablevisión. 
SEÑOR TEJERA.- Los agradecidos somos nosotros por habernos recibido. 
(Se retiran de Sala los representantes de Cablevisión.) 
(Ingresan a Sala representantes de los Canales U y A+V.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios da la 
bienvenida a los representantes de los Canales U y A+V. 


SEÑOR OLASCOAGA.- Soy el Gerente de Contenidos del Canal A+V. Agradezco mucho la 
oportunidad que nos brindan a nosotros y a la producción y difusión audiovisual para poder plantear 
cuál es nuestra circunstancia con relación al proyecto de ley que están considerando. 


El canal A+V es una señal de televisión para abonados -y eso está desarrollado en la carpeta 
que distribuimos- que ha sido tomada por más de 200 servicios de televisión para abonados en 
prácticamente todo el país. Y digo «prácticamente» porque no estamos en ciudades como Punta del 
Este, y en algunas capitales departamentales, como Colonia del Sacramento o Tacuarembó. Tenemos 
presencia en algunos servicios de televisión para abonados de algunas localidades, pero de repente en 
la misma localidad el otro servicio no ha tomado nuestra señal, que es gratuita. 


El canal tiene cuatro años de vida; su producción proviene prácticamente del interior del país y 
cuenta con más de cincuenta producciones audiovisuales de carácter independiente, que no tienen 
otro vínculo que proporcionar al canal el programa y, eventualmente, que se pague como contrapartida 
de ese espacio. Son producciones de dos tipos específicamente: de información agropecuaria por una 
parte, aunque nos encontramos con la propuesta de una cantidad de programas de variedades y de 
entretenimientos -como les llamamos nosotros- que nos sorprendió porque el canal apuntaba, como su 
nombre lo indica, a hablar de las agrocadenas de valor. De ahí viene el A+V, pero ya dejamos de ser 
eso precisamente porque nos sorprendió todo lo que ha sido el volumen de producciones audiovisuales 
en materia de variedades y de entretenimientos de varios departamentos. Es más: como decía, en la 
capital de Tacuarembó no estamos trasmitiendo por el cable, pero tenemos producciones desde esa 
ciudad. 


También es un canal cuya programación -trasmitimos las veinticuatro horas del día- es cien 
por ciento de carácter nacional. 


Precisamente, por lo que estaba diciendo, porque nuestra programación cuenta con más de 
cincuenta programas de productoras independientes, en su gran mayoría del interior del país, 
utilizamos la frase: «El canal de la descentralización». A+V permite eso: que lo local tome dimensión 


nacional; que lo que se produce en Tala, en Cerro Chato o en productoras independientes recorriendo 
los departamentos puedan mostrar la localidad a nivel nacional. Dicho de otra manera, de pronto el 
Festival del Olimar nunca hubiera salido de su departamento salvo en algún flash de certámenes 
folklóricos, etcétera, o incluso la fiesta local de la escuelita. Gracias a A+V hoy esos eventos tienen 
dimensión nacional. Quiere decir que también la cultura local, la historia local, los personajes locales 
van teniendo y conformando una riqueza a nivel nacional. Eso es lo que permite lograr una pluralidad: 
que algunas o gran cantidad de voces tengan lugar en nuestro canal. 


Para darles un pantallazo, hemos traído un video que vamos a proyectar. 
(Se exhibe un video.) 


-Hemos presentado este video para que tengan una idea de lo que hacemos e ilustra el 
interés de los Intendentes por nuestra propuesta. Cabe aclarar que el Intendente de Canelones 
también se ha interesado recientemente porque estamos programando una transmisión por el 
aniversario del nacimiento de José Gervasio Artigas desde Sauce. Así como estuvimos en la Patria 
Gaucha de Tacuarembó, creemos que en nuestra propuesta también tienen cabida todos los eventos y 
las fiestas de carácter local y de relevancia nacional. 


Para profundizar un poco lo que hemos hablado, invité a que me acompañen en la tarde de 
hoy a los señores Oscar Ramírez y Ruben Duarte que tienen programas que se emiten por la señal 
A+V. El señor Ramírez tiene un programa que se llama “Canto de aquí nomás” y el señor Duarte, otro 
programa con características diferentes que se denomina “Junto al Caballo”. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Buenas tardes, mi nombre es Oscar Ramírez, vivo en Lagomar y soy músico. La 
música me ha permitido tener un programa de televisión y esto se inicia hace aproximadamente ocho 
años en la Ciudad de la Costa, en Cableplus. Luego, desde hace tres años, cuando llegó la propuesta 
de una nueva señal como A+V, se nos abrió otra perspectiva, dado que esta emisora nos da la 
posibilidad de estar saliendo en alrededor de doscientos canales. A su vez, nuestro programa dejó de 
estar limitado a la Ciudad de la Costa para poder ser visto en todo el Uruguay, lo que para mí como 
músico ha sido muy importante. También lo es para otros cantores nuevos a quienes les abrimos las 
puertas y les damos una oportunidad. Estamos muy orgullosos de eso y agradecemos que nos hayan 
recibido. 


SEÑOR DUARTE.- Mi nombre es Ruben Duarte y estoy encargado de la producción y edición del 
programa “Junto al Caballo”, dedicado casi exclusivamente al raid federado, que cuenta con el apoyo 
pleno de la Federación Ecuestre Uruguaya. Por nuestra parte, también comenzamos en el canal local 
de cable hace más de diez años con un programa de nivel más local y ahora, gracias a A+V, por la 
difusión que se ha dado, el año pasado cubrimos treinta y nueve de las cuarenta y cinco competencias 
que tiene el calendario de la Federación Ecuestre. 


Eso ha llevado a un crecimiento del programa y del público que concurre al raid lo que, a su 
vez, es reconocido por los clubes porque les ha aportado mucha gente. En definitiva, el raid da vida a 
los clubes, a la ciudad y a todo el entorno que mueve la actividad ecuestre. 


SEÑOR OLASCOAGA.- Tras estos testimonios, pasamos al análisis, si se quiere, de lo que nos trae a 
esta Comisión. 


Como decía anteriormente, estamos en más de doscientos servicios de televisión para 
abonados. Consideramos -y hemos hecho algunas campañas en tal sentido- que es la oportunidad de 
otorgar a los televidentes y a los ciudadanos en su conjunto, la posibilidad de tener acceso a nuestra 
señal y con ella a toda la difusión cultural de lo local en lo nacional y de lo local, incluso, en lo local. 
Dicho de otra manera, por ejemplo, algunos programas no salían en el resto de su propio 
departamento. Entonces, a través de A+V hemos logrado que el resto del departamento pueda apreciar 
las producciones locales. En tal sentido, creemos que es importante que nuestra cobertura sea 
ampliada y que llegue a todos los ciudadanos. Como decía anteriormente, hay algunos ciudadanos que 


tienen acceso en la misma ciudad o localidad al cable que tiene A+V, y otros no. A+V llega a lo que se 
le denomina hoy «Uruguay profundo», a través de servicios de TDH. 


Concretamente, nuestra solicitud radica en que, así como el artículo 98 tal cual está 
redactado en el proyecto de ley que hoy se está tratando en esta Comisión -y que fuera aprobado por 
la Cámara de Representantes- determina que los canales abiertos tengan que ser tomados por los 
cableoperadores locales, estos también puedan disponer de nuestra señal. Estamos hablando de una 
señal que se le proporciona a los cableoperadores y que, por qué no, la podrían tener todos los 
ciudadanos, contemplando así el derecho al acceso y a la comunicación de los ciudadanos y el 
derecho a la comunicación que tienen los pueblos locales de poder tener acceso a lo nacional, la 
llamada descentralización, de la que tanto se habla. 


Precisamente, este es nuestro planteo. También hay que tener en cuenta que según el último 
censo, 673.000 uruguayos no viven en su departamento de nacimiento. Por lo tanto, creo que los 
uruguayos tenemos el derecho a vernos reflejados en la pantalla y precisamente A+V permite ese 
acceso. Hablando en términos coloquiales -como dijo una vez un estudioso de la comunicación-, poder 
mirarse al espejo, que hoy constituye o que debería constituir, de alguna manera, la televisión. 


Para redondear, simplemente quiero citar las palabras de algunos Legisladores en la 
Conferencia “Desafíos de la Comunicación en el interior”, organizado por Certal y que se llevó a cabo 
en la Antesala del Senado del Palacio Legislativo, hace poco tiempo. El señor Legislador Alfredo Asti, 
en esa oportunidad, dijo: «Se debe realizar un proceso de apertura de comunicación de cada localidad. 
Es un tema central en el Frente Amplio, impulsar la descentralización y hacer participar a la ciudadanía, 
brindando igualdad de oportunidades, teniendo en cuenta los casos particulares de capitales y pueblos 
del interior». El Senador Eber Da Rosa, por su parte, expresó: «el macroencefalismo de Uruguay 
podría ser modelo a nivel mundial, y esto genera consecuencias sobre el mercado y a su vez sobre los 
medios de comunicación. El medio local llega con información que es más importante para la gente 
que la información más macro». La Legisladora Ivonne Passada, afirmó: «tiene que haber una ida y 
una vuelta, no podemos permitir que las letras sean cerradas y frías”. Agregó que “hay una clara 
diferencia cuando entramos a una agencia del interior, siempre somos bienvenidos, hace a la esencia 
de los uruguayos; no todo termina en la capital» Para concluir, expresó que el Gobierno tiene la 
responsabilidad de cambiar algunas realidades sabiendo que quizás, según dijo, «en un carro unos 
tiran más que otros» y que «si esos no entienden que Uruguay es un todo, los tendremos que 
empujar». Por otra parte, el Diputado Guzmán Pedreira dijo que «Se busca descentralizar a los 
medios». Y el Senador Daniel Martínez expresó: «los ciudadanos deben escuchar las dos campanas 
para poder vivir en una verdadera democracia». 


En definitiva, nuestra inquietud es que nuestro planteo, nuestra propuesta, pueda ser 
contemplada, que esté en todos los servicios de cableoperadores, que pueda estar en todo el país y 
que, de alguna manera, se facilite el acceso y el ejercicio de los derechos que hemos comentado. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Quisiera formular algunas preguntas. Por un lado, me gustaría conocer cuál 
es la relación existente entre A+V y Canal U, es decir, si es la misma empresa. Además, quisiera saber 
qué relación tienen con Radio Carve, ya que me he enterado que los estudios de A+V están en Radio 
Carve. También me gustaría conocer qué vinculación tienen con Canal 10, ya que la mayoría de los 
canales de esa señal tienen A+V. Por último, quisiera saber cuál es la aspiración de ustedes, es decir si 
es, por ejemplo, la televisión abierta. 


SEÑOR OLASCOAGA.- A la primera pregunta planteada, respondo que A+V y Canal U son dos 
empresas totalmente distintas. Nosotros somos 100 % uruguayos, y la producción es 100% nacional. 


En cuanto a la relación con Radio Carve, debo decir que nosotros nacemos dentro de Radio 
Carve como una iniciativa, pero hoy somos empresas totalmente distintas. Es más, nosotros nos 
vamos a mudar al polo audiovisual que se está generando acá cerquita, en lo que era la lASA, donde 
armaremos nuestras instalaciones. 


La vinculación con Canal 10 también surge desde el nacimiento, ya que hoy nosotros 
contamos con una ventana en Canal 10, lo cual nos ha permitido mostrar qué era A+V y dar un salto. 
Se trata de una vinculación de relacionamiento fundamentalmente, ya que una de las personas que 
estuvo y que participa como asesor es Jorge de Feo. 


Con respecto a nuestra aspiración, si fuera por nosotros quisiéramos estar en todas las 
formas posibles de difusión. Hoy nosotros tenemos una limitante para llegar a todos los ciudadanos y 
es que algunos cableoperadores deciden incorporar nuestra señal y otros no, no por limitantes 
tecnológicas sino simplemente porque quieren tenernos o no. Por ejemplo, hablé con las personas de 
Punta Cable, quienes me señalaron que en este momento no tenían lugar en la grilla. Hay otro tema 
importante que me parece que vale la pena destacar. No se trata solamente de estar en la grilla; de 
repente estamos, pero al lado de National Geographic. Nosotros queremos que se nos incluya en la 
grilla al lado de los canales uruguayos, justamente por reconocernos como un canal nacional. 


SEÑOR HEBER.- No me quedó claro el comentario con respecto al proyecto de ley. ¿Trajeron una 
propuesta? 


SEÑOR OLASCOAGA.- El artículo 98 del proyecto de ley señala que los cableoperadores deben 
incluir las señales de los canales abiertos locales. Nosotros tenemos prácticamente difusión nacional y 
en muchos de esos departamentos estamos en el otro cable. Por ejemplo, figuramos en la grilla del 
Canal A, pero no en la del B. En Tacuarembó, por ejemplo, no nos han querido incluir y sería 
importante que pudiéramos estar por un derecho de los ciudadanos. 


SEÑOR HEBER.- Consulto si tienen alguna redacción alternativa para que la Comisión pueda 
considerarla. 


SEÑOR OLASCOAGA.- No. Pensamos que se podría contemplar esta propuesta en ese artículo que 
determina que los cableoperadores deben incluir a la televisión pública, TNU, y a los canales 
comunitarios y abiertos locales. Creemos que también se nos podría incluir a nosotros. 


SEÑOR CLAVIJO.- Es un gusto recibirlos. Confieso que llevo ventaja a los colegas porque, de 
casualidad, ya he encontrado esta señal en el interior. Digo «de casualidad» porque está ubicado en la 
grilla lejos de los lugares de privilegio, junto con los canales nacionales. 


Soy del interior, veo este canal más de una vez a la semana y sé del trabajo que se hace en 
cuanto a difundir aquellas actividades que en ocasiones no figuran ni en el pueblo vecino, pero que son 
importantes en cuanto muestran una localidad o territorio y, fundamentalmente, los festivales que allí se 
realizan o las propias actividades productivas. 


Por lo tanto, me parece de recibo el planteo que realizan y habrá que trabajar en la 
obligatoriedad de la difusión de este canal, como así también de otros que puedan surgir. Espero que 
cunda el ejemplo porque es saludable y tiene muy bien puesto el nuevo logo que habla del canal de la 
descentralización. 


SEÑOR HEBER.- Debe quedar claro que la señal A+V es totalmente gratuita. Si mañana impusiera 
algún cobro por la señal deberían cambiarse los términos. Resalto esto porque quizás podamos tener 
algún tipo de consideración en función de la gratuidad de este canal. De este modo no se impondrá 
ningún costo adicional a nadie; no se obligará a nadie a comprar una señal, sino que será una opción 
más como TNU o los otros canales gratuitos. Esto debe quedar claro como forma de entender bien la 
situación. Me parece que es importante saberlo y quería que quedara constancia de ello, porque 
distinta sería la situación si se cobrara. 


SEÑOR OLASCOAGA.- Quiero agregar algo que ya dije: el hecho de que el Canal A+V sea una señal 
de televisión para abonados que ha sido tomada por más de doscientos servicios de televisión para 
abonados de prácticamente todo el país demuestra un cierto reconocimiento por parte de los 
operadores y de la gente. Además, está la tecnología PDH que permite que la gente pida el servicio, 


muchas veces por estar el canal A+V, porque la gente del interior, del Uruguay profundo, se apasiona 
con este tipo de programación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia y quedamos a las órdenes. 
(Se retira de Sala el representante de Canal A+V.) 
(Ingresa a Sala la delegación de Canal U.) 


-La Comisión tiene mucho gusto de recibir a los representantes de Canal U, a quienes les 
damos la palabra. 


SEÑOR ROCHA.- Ante todo, muchas gracias por recibirnos. Mi nombre es Robert Rocha y soy Director 
de Canal U. Me acompañan Juan Brañas -Secretario de la Asociación de Radios del Interior-, 
con quien tenemos un vínculo a través de un convenio que Canal U realizó con esa Asociación a los 
efectos de intercambiar información y de difundir en conjunto los mismos contenidos. También me 
acompaña Sergio Miranda, que es el Director de Contenidos de Canal U. 


En aras de ser sintéticos, no voy a contarles la extensa historia que dio origen a esta 
empresa, pero sí debo decir que Canal U nació a partir de una iniciativa de un grupo de amigos -en 
definitiva, eso es lo que somos- que trabajaban para otros medios de comunicación. Desde que 
comenzamos nuestras carreras en el medio siempre tuvimos el sueño de poder ser nuestros propios 
jefes y, de alguna manera, elegir los contenidos que queríamos emitir, decidir sobre ellos y 
compartirlos. Finalmente, logramos conformar la estructura de un canal de televisión, y luego de 
muchísimo esfuerzo el 31 de julio de 2013 comenzamos esta aventura llamada Canal U, uniéndonos - 
como dije- unos cuantos amigos que teníamos algo de experiencia en medios de comunicación y 
tratando, en algunos casos, de obtener productos televisivos originados a partir de ideas nuestras y, en 
otros, convocando a quienes ya tenían productos y no encontraban un canal al cual ofrecérselos. 


Fue así que nació esta propuesta y comenzamos a transitar este camino que hoy nos trae 
hasta acá a los efectos de hacer un planteamiento -desde ya les adelanto- similar al de nuestros 
colegas de Canal A+V. 


Si me permiten, hemos traído un material para exhibir que nos interesa que lo vean. 
(Se exhibe un video de presentación.) 
-Ese es básicamente el Canal U. 


Tal como se expresa en el video, hoy estamos presentes en todo el territorio nacional merced 
a un acuerdo que se firmó oportunamente con la Cámara Uruguaya de Televisión para Abonados - 
CUTA-. En Montevideo, estamos presentes solamente en uno de los operadores para abonados de las 
empresas de televisión por cable de la capital. Al igual que a los colegas de Canal A+V nos interesa 
que nuestro producto, así como hoy es tomado en otras partes de la región, también se pueda ver en 
nuestro país. Creemos que es una pantalla interesante para mostrar el desarrollo de talentos que 
realmente son muy buenos y que estamos descubriendo en el interior del país; seguramente a los 
colegas del Canal A+V les ha pasado lo mismo. Nos hemos encontrado con realizadores de 
audiovisuales, productores, gente que hace cine, películas, programas y que no siempre encuentra la 
manera de difundir adecuadamente esos contenidos. En ese sentido, estamos tratando de incorporar 
los más diversos contenidos siempre con un espíritu positivo; esa es la intención. Sabemos que hay 
otras opciones, otros canales que quizás mantienen otra línea editorial o de información, pero nosotros 
pretendemos mostrar este Uruguay positivo y con estos colores; básicamente esa es la intención. 


El pedido o planteo que hoy traemos a esta Comisión es similar al de Canal A+V: tener la 
posibilidad de estar en todas las plataformas, porque hoy el operador de cable tiene la opción de 
ponernos o no. Actualmente, en Montevideo estamos solo en una. Creemos que esa medida no solo 


nos va favorecer a nosotros, sino también a las señales que en breve se van a estar trasmitiendo en 
Montevideo, ya que seguramente comenzará a difundirse la televisión digital. Esto es muy importante. 


A mi lado se encuentra el señor Juan Brañas, quien sí ha traído un texto alternativo del 
proyecto de ley. 


SEÑOR MIRANDA.- Soy Director de contenido de Canal U. 


La propuesta de uruguayos en tu pantalla es para todos nosotros -los uruguayos- y por eso 
se hace hincapié en esta posible modificación. 


SEÑOR BRAÑAS.- Esta es la segunda vez que concurrimos a esta Comisión: la primera vez lo 
hicimos por RAMI -Asociación de Radios del Interior- y ahora por la inclusión de las señales satelitales 
en los canales. 


Como saben los señores Senadores, participamos en el Comité Técnico Consultivo que 
elaboró los insumos en los que se basó el principio de la redacción de este proyecto de ley. Creemos 
que debemos estar presentes en todo aquello que sea contribuir a que la iniciativa tenga lo que debe 
tener. La idea es que sea inclusiva, que abarque al conjunto de los involucrados y que, de alguna 
forma, a través de esta reglamentación se pueda tener el acceso a todo, tal como se menciona. 


Tal como se ha visto aquí, hoy las señales satelitales tienen una importante programación y 
hay mucha gente trabajando para ello. Muchas veces esas producciones tienen, inclusive, más 
personal que las de los canales de aire; es gente que no puede acceder a otra pantalla porque no 
tienen oportunidad en los canales de aire. 


Si bien en varias partes del proyecto de ley a consideración se menciona la producción 
nacional -así se lo hace, por ejemplo, en el artículo 52 del Capítulo II-, creemos que no alcanza, que es 
insuficiente. En la iniciativa se deja arbitrariamente la decisión al operador de cable, y ya tenemos 
experiencia de esto, pues ya pasó antes con algunos canales de distribución gratuita; el operador de 
cable decidía que no lo ponía. Los señores Senadores deben recordar bien la historia de TV Libre, por 
ejemplo. Creemos, pues, que este es el ámbito en el que podemos plantear una modificación en el 
sentido de que se incluya este aspecto en el texto. 


El artículo 54 refiere a la promoción del sector de comunicación audiovisual pero no garantiza 
pantalla, y muchas veces sucede que gente del interior hace producciones audiovisuales que no se ven 
en ningún lado; en este sentido hay mucha experiencia en el interior y también en Montevideo. La 
asociación que nuclea a las producciones de aquí ha concurrido a esta Comisión y, según creemos, ha 
dejado en claro cuál es la realidad de lo que se vive. 


Entendemos que el derecho a estar en la grilla es básico. Estamos hablando del derecho de 
uso equilibrado de las señales. Esto lo contempla el artículo 9%. Es un principio de regulación, pero está 
vacío porque no establece un procedimiento. 


De alguna forma, el artículo 12 habla del acceso universal, pero es algo que no está definido 
claramente. 


Por nuestra parte, hemos traído una redacción alternativa que incluye todo esto y también lo 
que planteamos en nuestra anterior visita, en la que participé junto a los representantes de RAMI, la 
Asociación de Radios del Interior. Entonces cuestionábamos que las radios privadas no estuvieran en 
la grilla y que sí estuvieran, en forma obligatoria, las radios públicas. 


Finalmente, creo que la inclusión en forma obligatoria de estas señales en los paquetes 
básicos -que es donde tienen que estar- de los operadores de cable es una manera de democratizar la 
producción y el trabajo, y de garantizar la pantalla, algo que no sucede en este momento pues, como 
decía, queda al libre albedrío del operador decidir si le gusta o no tal o cual señal. 


Discutimos esto en la Comisión Técnica Consultiva y en otros diversos ámbitos. El discurso 
fue la democratización del acceso a los medios. Creemos que no atender la inclusión de las señales 
satelitales contradice el principio primero, uno de los objetos de esta iniciativa que se ha discutido tanto 
y que se sigue debatiendo. 


Proponemos, pues, una redacción alternativa, que hemos traído. Nos tomamos el atrevimiento 
de sugerir un texto para el artículo 98 que, en su primera parte, quedaría tal como está, debido a que 
habla de las señales públicas. Ahora bien; la segunda parte dice: «Los servicios de televisión para 
abonados no satelitales también deberán incluir, dentro de su paquete básico, las señales de los 
servicios de radiodifusión de radio y televisión abierta, » -aquí incluimos la radio porque si bien 
está la radio pública, no está la privada- «comerciales, públicas o comunitarias, cuya área de cobertura 
sea similar a su área de prestación de servicio, y las señales uruguayas con distribución satelital que 
incluyan al menos un 80 % de sus contenidos nacionales, en los formatos que su tecnología lo 
permita». Luego el texto diría que esta obligación no genera derechos de compensación de ningún 
tipo para los titulares de los servicios de radiodifusión, de radio, de televisión o de señales satelitales 
nacionales. O sea que el operador de cable no va a tener que pagar para tener la señal satelital y 
podrá cobrar para la distribución de esa señal. Entendemos que esto es justo, teniendo en cuenta todo 
lo que hemos discutido sobre la inclusión y el acceso a los medios. Pensamos que de esta forma ello 
no está garantizado y debemos hacer una ley garantista que asegure, por sobre todo, que los 
contenidos nacionales estén dentro de las grillas de las señales de televisión de cable. En cuanto a 
estas señales, el espacio no es infinito, pero hay lugar para incluirlas. No son tantos los operadores 
satelitales que hoy están operando en este país que tienen distribución gratuita y contenidos 
nacionales; por lo tanto, incluir tres, cuatro, cinco o seis canales con contenido nacional no modifica 
una grilla de un operador de cable. 


Era lo que queríamos expresar y, desde ya, estamos abiertos a las preguntas que los 
señores Senadores quieran realizar. 


Por supuesto, queremos agradecerles por la posibilidad que nos han dado de concurrir por 
segunda vez a este ámbito. Durante seis meses estuvimos trabajando en la Dinatel, tratando de 
aportar ideas para la redacción de este proyecto y, ciertamente, nos haremos presente todas las veces 
que se nos solicite porque creemos necesario lograr una iniciativa que sea lo más perfecta posible y 
que incluya la mayor cantidad de producción nacional, que es lo que se pretende. Muchas gracias. 


SEÑOR HEBER.- Tengo dudas sobre el paquete básico y me gustaría que se diera una explicación al 
respecto. 


SEÑOR BRAÑAS.- El paquete básico es el que se paga con la primera cuota. Después hay paquetes 
diferenciados donde el usuario abona un plus extra para tener acceso a otros canales. Lo que se está 
pidiendo es estar en el paquete básico y en la grilla o en el sector de canales nacionales. 


SEÑOR MIRANDA.- Por último, quería solo mencionar el tema de la gratuidad de la señal, tanto del 
canal como del satélite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación su presencia y la información brindada. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 14 minutos.) 
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